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#Derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia #Acceso a la justicia 

#Fiscalía Especializada 
#Centros de Justicia para las Mujeres 

A finales de 2021, el Congreso de Chihuahua aprobó reformas a 
la legislación de la entidad a fin de que la Fiscalía Especializada 
para atender a mujeres víctimas de delitos en razón de género 
atendiera también a la familia. Estas reformas también permitían 
que dicha Fiscalía Especializada tuviera ciertas facultades 
respecto a los Centros de Justicia para las Mujeres en la entidad. 
Diputadas y diputados consideraron que estas modificaciones 
representaban un retroceso en la protección y garantía de los 
derechos de las mujeres.  

La Fiscalía Especializada en Atención a Mujeres Víctimas del 
Delito por Razones de Género en Chihuahua atiende de manera 
específica a las mujeres de todas las edades en la entidad. Si bien 
las demás personas que son parte de la familia tienen derecho a 
ser atendidas por personal calificado, es importante que se cuente 
con una Fiscalía que sólo atienda a mujeres víctimas de violencia.  
 
Por otra parte, los Centros de Justicia para las Mujeres deben de 
contar con todos las facilidades operativas para brindar servicios 
integrales a las mujeres víctimas de violencia en Chihuahua.  

La Corte determinó que las mujeres víctimas de violencia por razón 
de género en Chihuahua tienen derecho a ser atendidas 
exclusivamente por una Fiscalía Especializada. Por ello, invalidó 
las normas que extendían la competencia de dicha Fiscalía a “la 
familia”. Esta decisión no implica que las mujeres víctimas de 
violencia familiar queden excluidas de su atención. 
 
También determinó que la relación que existe entre la Fiscalía 
Especializada y los Centros de Justicia para las Mujeres en 
Chihuahua es constitucional. 
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Ciudad de México. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 

correspondiente al ***, emite la siguiente: 

S E N T E N C I A 

Mediante la cual se resuelve parcialmente fundada la acción de 

inconstitucionalidad 154/2021, promovida por las diputadas y diputados 

integrantes de la Sexagésima Séptima Legislatura del Congreso del 

Estado de Chihuahua en contra del artículo 13, fracción III, de la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, así como los 

artículos 3, fracción III, y 8 bis, fracción E), de la Ley Orgánica de la 

Fiscalía General del Estado de Chihuahua, reformado mediante Decreto 

n.° LXVI/FRLEY/1057/2021 XIV P.E. publicado el cuatro de septiembre 

de 2021.  

El ejercicio de esta acción de inconstitucionalidad versa sobre dos 

problemáticas jurídicas: 

a) La primera cuestión consiste en determinar si la ampliación de la 

competencia de la Fiscalía Especializada en Atención a Mujeres 

Víctimas del Delito por Razones de Género y a la Familia (en 
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adelante, “Fiscalía Especializada”), al extenderse a asuntos 

relativos a la familia, vulnera —a la luz del principio de 

progresividad— el deber estatal de proteger y garantizar el 

derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas de 

violencia.  

b) La segunda problemática jurídica consiste en determinar si las 

facultades atribuidas a la Fiscalía Especializada respecto de los 

Centros de Justicia para las Mujeres del Estado (en adelante, 

“CJM”) —esto es: (i) coordinar la actuación conjunta de las 

dependencias y entidades que los integran; (ii) ejercer funciones 

de control, vigilancia, supervisión y seguimiento de sus 

responsabilidades; y (iii) presidir su Consejo Consultivo— resultan 

compatibles, a la luz del principio de progresividad, con el deber 

estatal de garantizar el derecho de acceso a la justicia de las 

mujeres víctimas de violencia de género mediante los servicios 

especializados que dichos CJM prestan. 

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA 

1. Presentación del escrito inicial de demanda. Por escrito presentado 

el diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, a través del buzón judicial 

en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Edin Cuauhtémoc Estrada 

Sotelo, Adriana Terrazas Porras, Benjamín Carrera Chávez, Leticia 

Ortega Máynez, Rosana Díaz Reyes, Óscar Daniel Avitia Arellanes, 

Gustavo De La Rosa Hickerson, María Antonieta Pérez Reyes, 

Magdalena Rentería Pérez, David Óscar Castrejón Rivas y Amelia 

Deyanira Ozaeta Díaz, quienes se ostentan como diputadas y diputados 

de la Sexagésima Séptima Legislatura del Congreso de Chihuahua, 

presentaron demanda en la que ejercieron acción de inconstitucionalidad 

en contra del artículo 13, fracción III, así como los artículos 3, fracción III 
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y 8 Bis fracción (E) de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 

de Chihuahua.  

2. Conceptos de invalidez. En su escrito inicial, la parte accionante 

expuso en sus dos conceptos de invalidez que las normas impugnadas 

son incompatibles con los artículos 1° y 4° de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 5 y 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1. 

y 2 del mismo instrumento; así como los artículos 3, 4, 7 y 8 de la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer (en adelante, “Convención de Belém do Pará”), 

a saber:  

I) Primer concepto de invalidez. Las reformas incumplen con el deber 

general de proteger y garantizar el derecho de las mujeres a una vida 

libre de violencia a la luz del principio de progresividad, por lo siguiente: 

• 1. Se debilita la especialización institucional que brindan la Fiscalía 

Especializada y los CJM, lo que constituye un retroceso en el 

cumplimiento de la obligación estatal de dirigir esfuerzos específicos 

para la prevención, investigación, sanción y atención integral de la 

violencia contra las mujeres. 

o Esta obligación se establece en los artículos 7 y 8 de la 

Convención de Belém do Pará; el artículo 5 inciso (a) de la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (en adelante, “CEDAW”); la 

Recomendación General No. 33 del Comité CEDAW; así como 

el artículo 10 de la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia de Chihuahua. Asimismo, ha sido 

retomada en requerimientos y recomendaciones de órganos y 

organismos de derechos humanos:  
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▪ La creación de la Comisión para Prevenir y Erradicar la 

Violencia Contra las Mujeres en Ciudad Juárez 

(CONAVIM).  

▪ La sentencia emitida el 16 de noviembre de 2009 por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, 

“Corte IDH”) en el Caso González y Otras “Campo 

Algodonero” Vs. México. 

▪ El Informe de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (en adelante, “CIDH”), de 14 de julio de 2010, en 

el que se concluyó que el Estado mexicano era 

responsable por violaciones a los derechos humanos 

derivados de la desaparición forzada de Paloma Angélica 

Escobar Ledezma y de la falta de una investigación 

adecuada, en perjuicio tanto de ella como de sus familiares. 

▪ La creación de la Fiscalía Especializada en el marco de la 

suscripción de un Acuerdo para el Cumplimiento de las 

Recomendaciones del Informe de Fondo No. 87/10 Caso 

12.551 “Paloma Angélica Escobar Ledezma y Otros” 

emitido por la CIDH, y el correspondiente Decreto de 

creación de la Fiscalía Especializada publicado el 4 de 

febrero de 2012 en el Periódico Oficial del Estado de 

Chihuahua. 

▪ La visita in situ del Comité CEDAW a Ciudad Juárez, 

Chihuahua, realizada con fundamento en el artículo 8 del 

Protocolo Facultativo de la CEDAW. 

• 2. La reducción de los recursos humanos, materiales y 

presupuestales destinados a la atención, investigación, sanción y 

erradicación de la violencia contra las mujeres constituye un retroceso 
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en el cumplimiento de la obligación general de garantía. Dicho deber 

impone al Estado la adopción de todas las medidas necesarias para 

asegurar, en la práctica, el libre y pleno ejercicio de los derechos 

humanos. 

Este estándar se desprende de la sentencia del caso Velásquez 

Rodríguez Vs. Honduras de la Corte IDH; del artículo 7 de la 

Convención de Belém do Pará; de la Recomendación General No. 2 

del Comité CEDAW; de las Observaciones Finales del Comité 

CEDAW a México sobre su Sexto Informe Periódico; del artículo 2 de 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencias; de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y 

Hombres; así como del artículo 2, fracción VII, de los Ejes 

Estratégicos del Sistema Nacional de Seguridad Pública emitidos por 

el Consejo Nacional de Seguridad Pública en octubre de 2011. 

• 3. La incorporación de la Fiscalía Especializada de “Atención a la 

Familia” y de los CJM diluye su carácter especializado e impide la 

existencia de espacios seguros para brindar atención adecuada y 

diferenciada, lo que contraviene el deber general de protección. 

Ello resulta incompatible con el artículo 7 de la Convención de Belém 

do Pará, la Recomendación General No. 33 del Comité CEDAW y el 

artículo 8 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencias, que obligan al Estado a garantizar mecanismos 

institucionales especializados, accesibles y libres de revictimización 

para las mujeres víctimas de violencia. 

II) Segundo concepto de invalidez. La accionante sostuvo que la 

reforma carece de una justificación suficiente, por lo que resulta contraria 

al principio de progresividad. Si bien las medidas regresivas pueden ser 

constitucionalmente admisibles cuando superan un escrutinio estricto de 
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justificación, en el caso concreto las disposiciones adoptadas no son 

idóneas para alcanzar los fines que se invocan. 

En particular, argumentó que la exposición de motivos presentada por la 

Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua —relativa a: (i) la 

protección de la familia; (ii) la mejora cuantitativa y cualitativa de la 

atención mediante la concentración de esfuerzos y el seguimiento de 

casos por personal especializado; y (iii) la disminución de la incidencia 

delictiva de la violencia familiar— carece de sustento empírico y 

normativo suficiente, por lo que las medidas deben considerarse 

regresivas en materia de derechos humanos. 

3. Registro y turno. El 26 de octubre de 2021, el Ministro Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el 

expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 154/2021 y turnó 

el asunto al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena para instruir el 

procedimiento y formular el proyecto de resolución respectivo.  

4. Admisión y trámite. El 29 de octubre de 2021, el entonces Ministro 

instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad, solicitó a los 

Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Chihuahua, 

emplazándolos para que rindieran los respectivos informes de ley. Por 

último, dio vista a la Fiscalía General de la República para que formulara 

pedimento, así como a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal para 

que manifestara lo que a su representación correspondiera. 

5. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua. El 22 de 

diciembre de 2021, Sahara Gabriela Cárdenas Fernández, en su 

carácter de Subsecretaria de Normatividad y Asuntos Jurídicos de la 

Secretaría General de Gobierno del Estado de Chihuahua, rindió el 

informe correspondiente en el que afirmó la validez de las normas. En 

este sentido, expuso que la iniciativa presentada al Congreso se 

encuentra plenamente justificada:  



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

 

7 

a) La reingeniería de la administración pública estatal tiene por objeto 

salvaguardar los derechos humanos de las mujeres y de la 

institución familiar a vivir una vida libre de violencia. 

b) La ampliación de facultades de la Fiscalía Especializada para 

conocer asuntos vinculados con la familia busca concentrar 

esfuerzos en el combate a la violencia familiar, posibilitando un 

seguimiento especializado de los casos y la reducción de la 

impunidad. 

c) El aumento en la incidencia de la violencia familiar en la entidad se 

plantea como justificación para ampliar la competencia de la 

Fiscalía Especializada, particularmente a partir de los registros 

correspondientes al año 2021: 

i.  El estado de Chihuahua se ubicó en el quinto lugar nacional 

por número de carpetas de investigación iniciadas por 

violencia familiar, lo que representó un incremento del 21% 

respecto del año inmediato anterior. Ciudad Juárez registró 

la mayor incidencia del país, mientras que la ciudad de 

Chihuahua ocupó el decimotercer lugar. Asimismo, a junio de 

ese mismo año, los municipios de Cuauhtémoc y Delicias 

presentaban también altos niveles de incidencia delictiva. 

ii. 91.12% de las víctimas de violencia familiar fueron mujeres, 

de las cuales, el 35.45% se encontraba entre los 18 y los 29 

años de edad.   

d) La incorporación de los CJM a la Fiscalía Especializada pretende 

mejorar la cobertura y calidad de la atención a las víctimas, hacer 

más eficaz su funcionamiento y favorecer la disminución de los 

casos de violencia familiar. Asimismo, el informe alude a la 

iniciativa con carácter de Decreto presentada el 3 de diciembre de 
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2021 para reformar la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 

Estado, mediante la cual se propone constituir a los CJM como un 

órgano desconcentrado de dicha Fiscalía Especializada. 

e) La reforma amplía el alcance y la tutela de la protección del Estado 

al derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, por lo que 

no se configura una violación al principio de progresividad. Las 

mejoras regulatorias son con el propósito de implementar cambios 

estructurales oportunos y lograr una mejor protección a la familia y 

a las mujeres.  

i. Existe una intrínseca relación entre la violencia familiar y la 

violencia contra la mujer, reconocida en la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias.  

ii. Al no socavarse la especialización de la Fiscalía 

Especializada y los CJM, no se reducen los recursos 

humanos, materiales y presupuestales dispuestos para su 

atención. 

6. Informe del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua. El 22 de 

diciembre de 2021, Everardo Rojas Soriano, en su carácter de Titular de 

la Secretaría de Asuntos Legislativos y Jurídicos del Congreso de 

Chihuahua, rindió su informe en el que señaló que el decreto es válido 

por las siguientes razones:  

a) El incremento del delito de violencia familiar en Chihuahua justifica 

las reformas impugnadas. Al respecto, refiere las mismas cifras 

establecidas en el informe rendido por la Titular del Poder Ejecutivo.  

b) El fortalecimiento en materia de atención a la violencia familiar 

permitirá dar un seguimiento experto a los delitos que se cometan en 

Chihuahua y disminuir la impunidad.  



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

 

9 

c) La Fiscalía General del Estado es el órgano natural para determinar 

la incidencia delictiva al ser el órgano de investigación. La 

información que recopila y procesa es necesaria para la realización 

de las funciones del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de 

Seguridad Pública.  

d) El objetivo consiste en ampliar el alcance de los derechos previstos 

tanto en la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 

Chihuahua como en la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 

Estado, evitando limitar su funcionamiento exclusivamente a las 

mujeres víctimas del delito. Se busca reconocer que, en su calidad 

de integrantes de la sociedad —madres, esposas o hijas—, pueden 

existir afectaciones indirectas que, aun cuando no recaigan 

directamente sobre ellas, impactan negativamente en el núcleo 

familiar de la población chihuahuense. 

7. Admisión de informes. Mediante acuerdo de cuatro de enero de 2022, 

el entonces Ministro Instructor tuvo por rendidos los informes solicitados 

a los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la entidad.  

8. Desahogo de requerimiento. Mediante acuerdo de 25 de febrero de 

2022 se tuvo por desahogado el requerimiento formulado al Congreso 

de Chihuahua, y puso los autos a la vista de las partes para que 

formularan alegatos.  

9. Pedimento. El Fiscal General de la República y la Consejería Jurídica 

del Gobierno Federal no presentaron pedimentos en el presente asunto.  

10. Escrito de amicus curiae. Mediante acuerdo de 29 de abril de 2024, el 

entonces Ministro instructor dio cuenta del escrito de amicus curiae y 

anexo firmado por Gerardo Contreras Ruvalcaba, quien se ostenta como 

activista y persona investigadora feminista, en el que expone los debates 
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en torno a la naturaleza jurídica de los CJM y su adscripción.1 En el 

mismo acuerdo se señaló que todos los elementos que obren en autos 

serían tomados en cuenta al momento de resolver, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 598 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria en términos del diverso numeral 1 de la 

Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

11. Cierre de la instrucción. Por acuerdo del 23 de marzo de 2022, el 

entonces Ministro Instructor declaró cerrada la instrucción del asunto 

para elaborar el proyecto de resolución respectivo. 

12. Returno. Por acuerdo de cuatro de septiembre de 2025, el Ministro Hugo 

Aguilar Ortiz, en su calidad de Presidente de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, returnó el asunto al Ministro Arístides Rodrigo 

Guerrero García para la elaboración del proyecto de resolución 

respectivo. 

II. COMPETENCIA 

13. La Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente 

para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad 

con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso d), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,2 así como el 

 
1 La Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce los escritos de personas en forma 

individual y colectiva, quienes, pese a no ser parte en el asunto del conocimiento del Tribunal 

constitucional, presentan información objetiva con la finalidad de hacer llegar elementos para 

mejor resolver. En la práctica comparada, el artículo 96 del Reglamento del Comité de 

Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas establece la posibilidad de que 

el Comité, o el Relator Especial, acepten la información y la documentación presentadas por 

terceras personas que puedan ser pertinentes para la correcta determinación de un caso. Cfr. 

ONU. Reglamento del Comité de Derechos Humanos, CCPR/C/3/Rev.12, 4 de enero de 2021. 

En el ámbito interamericano, el artículo 44 del Reglamento de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos regula la recepción de estos escritos por esa Corte en distintos 

procedimientos.  
2 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale 

la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
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artículo 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación.3  

14. Lo anterior, en razón de que se planteó la posible invalidez de normas 

emitidas por una entidad federativa, al estimarse que vulneran el derecho 

constitucional de las mujeres víctimas de violencia de género al acceso 

a la justicia —a través de la atención especializada que debe 

proporcionar la Fiscalía Especializada competente—, así como su 

derecho a una vida libre de violencia, garantizado mediante los servicios 

integrales que brindan los CJM. 

III. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS 

15. De la lectura integral del escrito de demanda se advierte que las 

diputadas y los diputados promovieron acción de inconstitucionalidad, en 

primer término, en contra de la adición —introducida mediante el Decreto 

publicado el cuatro de septiembre de 2021— de la parte final del artículo 

13, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 

Chihuahua:  

ARTÍCULO 13. Al frente de la Fiscalía General del 
Estado, habrá un Fiscal General, quien se auxiliará en el 
ejercicio de sus funciones por las siguientes Fiscalías: […]  

III. Especializada en Atención a Mujeres Víctimas del 
Delito por razones de Género y a la Familia. (énfasis 
añadido) 

 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 

contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales 

siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: 

d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de 

las entidades federativas en contra de las leyes expedidas por el propio órgano; […] 
3 Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: 

I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren 

las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. […] 
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16. La segunda porción normativa impugnada constituye la adición mediante 

el referido Decreto de la última parte del artículo 3 fracción III de la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua: 

 

ARTÍCULO 3.- La Fiscalía General del Estado estará a cargo 
de un Fiscal General y se integra por los siguientes órganos: 
[…]  
III. La Fiscalía Especializada en Atención a Mujeres Víctimas 
del Delito por Razones de Género y a la Familia. (énfasis 
añadido) 

17. La tercera y última norma impugnada se refiere a la adición del artículo 

8 bis, y el inciso E, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 

de Chihuahua: 

 

ARTÍCULO 8 Bis.- La Fiscalía Especializada en Atención a 
Mujeres Víctimas del Delito por Razones de Género y a la 
Familia, tendrá a su cargo: […]  
E. Coordinar el esfuerzo conjunto de las Dependencias y 
Entidades de la Administración Pública Estatal que 
integran los Centros de Justicia para las Mujeres en el 
Estado, ejerciendo funciones de control vigilancia, 
supervisión y seguimiento de las responsabilidades que 
les competen, así como presidir el Consejo Consultivo 
para las Mujeres conforme a los objetivos establecidos en 
el Acuerdo que les da origen. (énfasis añadido) 

18. Las dos primeras porciones normativas impugnadas, así como la última 

parte del primer párrafo del artículo 8 Bis de la Ley Orgánica de la 

Fiscalía General del Estado de Chihuahua, tienen un alcance material 

idéntico pues amplían la competencia de la Fiscalía Especializada para 

atender a “la familia”.  

19. Por su parte, la tercera norma que impugnan las accionantes establece 

facultades de la Fiscalía Especializada respecto a los CJM en el Estado, 

concretamente la facultad de coordinación del esfuerzo conjunto de las 

dependencias y entidades que integran dichos CJM, mediante las 
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funciones de control, vigilancia, supervisión y seguimiento de sus 

responsabilidades, y la facultad de presidir su Consejo Consultivo, todo 

ello conforme a los objetivos establecidos en el Acuerdo de creación.  

IV. OPORTUNIDAD 

20. Conforme al artículo 60, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el plazo para promover acción de 

inconstitucionalidad es de 30 días naturales, computados a partir del día 

siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio 

oficial correspondiente; en caso de que el último día del plazo sea inhábil, 

la demanda puede presentarse el primer día hábil siguiente.4 

21. En este caso la acción es oportuna. El Decreto LXVI/RFLEY/1057/2021 

XIV P.E., se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Chihuahua el 

cuatro de septiembre de 2021, por lo que el plazo para presentar la 

acción transcurrió del domingo cinco de septiembre al lunes cuatro 

de octubre de 2021. 

22. Concretamente, la acción de inconstitucionalidad fue depositada en la 

oficina de correos de Chihuahua el cuatro de octubre de 2021, y 

recibida en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 

Suprema Corte el 19 de octubre de 2021, por lo que su presentación es 

oportuna. Esto, conforme a la Ley Reglamentaria en la materia, al haber 

 
4 “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días 

naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional 

impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo 

fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.” 
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sido depositada el último día del plazo legal para ello en la oficina foránea 

de correos.5 

V. LEGITIMACIÓN 

23. El artículo 105, fracción II, inciso d) de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, faculta al equivalente del 33% de cada 

Legislatura local para promover acciones de inconstitucionalidad en 

contra de normas expedidas por el Congreso al que pertenecen.  

24. En el presente caso, el escrito de demanda inicial fue firmado por las y 

los diputados (1) Edin Cuauhtémoc Estrada Sotelo, (2) Adriana Terrazas 

Porras, (3) Benjamín Carrera Chávez, (4) Leticia Ortega Máynez, (5) 

Rosana Díaz Reyes, (6) Óscar Daniel Avitia Arellanes, (7) Gustavo de la 

Rosa Hickerson, (8) María Antonieta Pérez Reyes, (9) Magdalena 

Rentería Pérez, (10) David Óscar Castrejón Rivas, y (11) Amelia 

Deyanira Ozaeta Díaz.  

25. Estas personas comparecieron como diputadas y diputados del 

Congreso de Chihuahua y acreditaron este carácter con la publicación 

del Decreto No. LXVII/INLEG/0001/2021 I P.O. el cuatro de septiembre 

de 2021 en el Periódico Oficial del Estado de Chihuahua, a través del 

cual se conformó la Sexagésima Séptima Legislatura de esta entidad 

federativa. 

 
5 Resulta aplicable lo establecido en el artículo 8º de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 

I y II del Artículo 105 de la Constitución Política “[c]uando las partes radiquen fuera del lugar 

de residencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las promociones se tendrán por 

presentadas en tiempo si los escritos u oficios relativos se depositan dentro de los plazos 

legales, en las oficinas de correos, mediante pieza certificada con acuse de recibo, se envían 

desde la oficina de telégrafos que corresponda, o se envíen por medios electrónicos haciendo 

uso de la Firma Electrónica. En estos casos se entenderá que las promociones se presentan en 

la fecha en que las mismas se depositan en la oficina de correos o se envían desde la oficina 

de telégrafos o a través de medios electrónicos que registren la fecha y hora de envío, según 

sea el caso”. 
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26. Ahora bien, el segundo párrafo del artículo 406 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Chihuahua establece que el Congreso 

local se integra por 33 diputaciones y toda vez que el escrito inicial fue 

firmado por 11 personas diputadas, es decir, el equivalente al 33.33% de 

la legislatura, se cumple con el requisito de legitimación establecido en 

el artículo 62 de la Ley Reglamentaria en la materia.7  

27. Aunado a ello, la parte accionante plantea la incompatibilidad de la 

porción normativa establecida en la última parte del artículo 13 fracción 

III de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua; la 

porción normativa establecida en la última parte del artículo 3 fracción III 

de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua, así 

el artículo 8 bis fracción E) también de la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Chihuahua, pues considera que estas adiciones 

vulneran la obligación de garantizar y proteger el derecho constitucional 

de acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia por razones 

de género, así como su derecho a una vida libre de violencia que se 

garantiza mediante los servicios que prestan los CJM en la entidad, todo 

ello a la luz del principio de progresividad.  

28. Por ello, la parte accionante está legitimada para impugnar las adiciones 

a las normas publicadas mediante el Decreto número 

LXVI/RFLEY/1057/2021 XIV P.E., ya que está facultada para combatir 

las leyes expedidas por el Congreso local.  

 
6 “Artículo 40. El Congreso se integrará con representantes del pueblo de Chihuahua, electos 

como diputados en su totalidad cada tres años. Por cada diputado propietario se elegirá un 

suplente. El Congreso se compondrá de treinta y tres diputados, de los cuales veintidós serán 

electos en distritos electorales uninominales, según el principio de mayoría relativa, y once 

por el principio de representación proporcional. Los diputados de mayoría relativa y los de 

representación proporcional, tendrán la misma categoría e iguales derechos y obligaciones.” 
7 “Artículo 62. En los casos previstos en los incisos a), b) y d) de la fracción II del artículo 

105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la demanda en que se 

ejercite la acción deberá estar firmada por cuando menos el treinta y tres por ciento de los y 

las integrantes de los correspondientes órganos legislativos.” 
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VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

29. Las partes no hacen valer alguna causa de improcedencia ni este 

Tribunal Pleno la advierte de oficio. 

VII. ESTUDIO DE FONDO 

Consideraciones previas 

30. Antes de abordar el estudio de fondo, es preciso señalar que el análisis 

y la resolución de las cuestiones planteadas en el presente asunto, 

aunque se trate de un medio de control constitucional abstracto, se 

llevarán a cabo conforme al método de juzgar con perspectiva de género. 

31. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en diversos 

asuntos que la perspectiva de género es una herramienta analítica que 

surge de diversas metodologías y mecanismos de los feminismos y los 

estudios de género para el análisis de las construcciones sociales y 

culturales de lo que ha entendido como “lo femenino” y “lo masculino”, a 

partir de los roles, estereotipos y la posición asignada a los hombres, 

mujeres y personas pertenecientes a las disidencias sexogenéricas. La 

finalidad de dicha herramienta, por lo tanto, es detectar y eliminar las 

situaciones de desequilibrio de poder entre las partes como 

consecuencia de su género.8 

32. La perspectiva de género, por tanto, contribuye a la transformación y al 

desmantelamiento de las desigualdades, de manera que implica “la 

creación de nuevos conocimientos y la necesidad de pensar el mundo 

 
8 Cfr. Tesis de rubro: “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, 

APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN.” [Datos 

de localización: Tesis aislada 1a. XXVII/2017 (10a.), Primera Sala, Décima Época, Libro 40, 

Marzo de 2017, Tomo I, página 443, registro: 2013866].  
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de manera diferente”9, para mostrar cómo y por qué cada fenómeno 

concreto está atravesado por las relaciones de poder y desigualdad entre 

los géneros, características de los sistemas patriarcales y 

androcéntricos.  

33. Desde el ámbito jurídico, lo anterior supone cuestionar los roles, sesgos, 

estereotipos y prejuicios de género inmersos en las normas, políticas y 

prácticas institucionales, así como en la valoración de los hechos y las 

pruebas; además de cuestionar la neutralidad del derecho y el impacto 

diferenciado de la solución propuesta. Todo ello para buscar soluciones 

justas e igualitarias de acuerdo con el contexto de desigualdad por 

cuestiones de género.10 

34. Por ello, el análisis no puede realizarse en abstracto, sino a la luz de la 

realidad social en la que la norma produce sus efectos. En este sentido, 

resulta indispensable ubicarlo en el contexto específico de la violencia 

contra las mujeres, niñas y adolescentes en el estado de Chihuahua.  

35. La entidad ha sido escenario de graves violaciones a derechos humanos 

reconocidas internacionalmente: la Corte IDH condenó al Estado 

mexicano en el caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, 

relativo a la desaparición y asesinato de una joven y dos adolescentes 

en Ciudad Juárez, en un contexto de violencia sistemática contra 

mujeres.11 Asimismo, la Corte IDH también declaró la responsabilidad 

internacional del Estado en el caso García Andrade y otras vs. México, 

relativo a la desaparición y posterior hallazgo sin vida de Lilia Alejandra 

 
9 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo para Juzgar con perspectiva de 

género, 2020, pág. 81. 
10 “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA 

JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.” [Datos de localización: Tesis jurisprudencial 

1a./J. 22/2016 (10a.), Primera Sala, Décima Época, Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, página 

836, registro: 2011430].  
11 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso González y otras (“Campo 

Algodonero”) vs. México, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 

16 de noviembre de 2009, disponible en: https://cutt.ly/4Cc4uaO  

https://cutt.ly/4Cc4uaO
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García Andrade, adolescente de 17 años, al acreditarse fallas 

estructurales en la prevención, investigación y sanción de la violencia 

feminicida, así como la falta de debida diligencia reforzada frente a un 

patrón conocido de violencia de género en la región.12 

36. En la misma línea, los órganos del sistema internacional también han 

documentado estas deficiencias estructurales. El Comité CEDAW 

concluyó que en Chihuahua existía un patrón de impunidad derivado de 

investigaciones deficientes, falta de coordinación institucional y trato 

inadecuado a las víctimas y sus familiares, lo que obstaculizaba el 

acceso efectivo a la justicia. Por ello recomendó garantizar 

investigaciones serias, diligentes y coordinadas entre autoridades 

federales y estatales, revisar sistemáticamente cada caso y asegurar 

que los responsables fueran identificados y sancionados. Asimismo, 

pidió investigar y castigar la negligencia o complicidad de funcionarios 

públicos, evitar la destrucción de pruebas y eliminar prácticas 

discriminatorias —como retrasar la búsqueda de mujeres 

desaparecidas—, pues tales conductas vulneraban los derechos de las 

víctimas.13 

37. En concordancia con lo anterior, el propio Comité CEDAW subrayó que 

el acceso a la justicia exige la participación efectiva y respetuosa de las 

víctimas y sus familiares. En consecuencia, recomendó garantizarles 

información sobre las investigaciones, permitir su coadyuvancia legal, 

brindarles protección frente a amenazas y otorgarles asistencia jurídica, 

médica y psicológica. También señaló la necesidad de incorporar la 

perspectiva de género en todas las investigaciones y capacitar a 

 
12 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso García Andrade y Otros vs. México, 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 22 de agosto de 2025, 

disponible en: https://tinyurl.com/2k7ptwdx  
13 Cfr. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Informe sobre 

México elaborado en virtud del artículo 8 del Protocolo Facultativo de la Convención sobre 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 

CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO, 27 de enero de 2005, disponible en: 

https://tinyurl.com/5bcjphpe  

https://tinyurl.com/2k7ptwdx
https://tinyurl.com/5bcjphpe
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operadores de justicia para reconocer la violencia contra las mujeres 

como una violación a derechos humanos y no como un asunto privado, 

a fin de eliminar la desconfianza institucional y asegurar la protección 

efectiva de sus derechos.14 

38. Estas conclusiones encuentran correspondencia en los 

pronunciamientos del sistema interamericano. En el Informe de Fondo 

No. 87/10, caso Paloma Angélica Escobar Ledezma15 y otros vs. México, 

la CIDH determinó la responsabilidad internacional del Estado mexicano 

por no investigar con la debida diligencia la desaparición y posterior 

muerte de una adolescente ocurrida en la ciudad de Chihuahua en 2002. 

La CIDH concluyó que existieron omisiones, irregularidades y retrasos 

que propiciaron la impunidad, lo cual vulneró los derechos a las garantías 

judiciales y a la protección judicial previstos en los artículos 8.1 y 25 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los 

artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, evidenciando además fallas 

estructurales en la actuación estatal frente a la violencia contra las 

mujeres.16 

39. Como consecuencia, la CIDH recomendó al Estado mexicano completar 

la investigación, sancionar a los responsables y reparar integralmente a 

los familiares; pero, de manera particularmente relevante, ordenó 

adoptar medidas de no repetición dirigidas a superar las condiciones 

 
14 Ídem. 
15 Paloma Angélica Escobar Ledezma era una adolescente de 16 años que residía en la ciudad 

de Chihuahua. El 2 de marzo de 2002 salió de su domicilio para asistir a sus clases y no 

regresó; tras su desaparición, sus familiares denunciaron los hechos, pero las autoridades no 

realizaron una búsqueda inmediata ni una investigación diligente. Días después su cuerpo fue 

localizado sin vida y la investigación estuvo marcada por retrasos, irregularidades y pérdida 

de líneas de investigación, lo que propició la impunidad del caso. [Cfr. Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 87/10, Caso 12.551, Paloma Angélica 

Escobar Ledezma y otros vs. México, 14 de julio de 2010; y su publicación en Informe No. 

51/13, 12 de julio de 2013] 
16 Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 51/13, Caso 12.551, 

Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros vs. México, Fondo (publicación), 12 de julio de 

2013, que reproduce y da seguimiento al Informe de Fondo No. 87/10 de 14 de julio de 2010, 

disponible en: https://tinyurl.com/3fyds6fa  

https://tinyurl.com/3fyds6fa
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estructurales que favorecieron la impunidad. Entre ellas, dispuso la 

implementación de una política estatal integral y coordinada —

respaldada con recursos públicos suficientes— destinada a garantizar 

que los casos de violencia contra las mujeres en la ciudad de Chihuahua 

fueran debidamente prevenidos, investigados, sancionados y reparados, 

así como fortalecer la capacidad institucional mediante investigaciones 

con perspectiva de género y seguimiento judicial efectivo.17 

40. La CIDH precisó que dicha política debía traducirse en medidas 

concretas, tales como la creación y fortalecimiento de fiscalías 

especializadas, la capacitación permanente de personas funcionarias, la 

elaboración de protocolos de investigación, la eliminación de 

estereotipos discriminatorios y la adopción de programas educativos y 

preventivos. Con ello, la CIDH dejó claro que la obligación estatal no se 

agota en la atención de casos individuales, sino que exige la 

consolidación de un sistema institucional especializado capaz de 

combatir la impunidad y evitar la repetición de la violencia contra las 

mujeres en Chihuahua.18 

41. Este marco institucional y jurídico no surge en el vacío, sino en un 

contexto histórico específico. Desde la década de 1990, Chihuahua se 

convirtió en un referente mundial por la persistencia de desapariciones y 

asesinatos de mujeres, niñas y adolescentes, fenómeno que evidenció 

patrones reiterados de violencia feminicida y graves niveles de 

impunidad, generando un intenso debate internacional jurídico, político y 

académico sobre la responsabilidad estatal.19  

42. En ese contexto también emergieron expresiones sociales y culturales 

de denuncia: la consigna “Ni una menos” encuentra uno de sus 

 
17 Ídem. 
18 Ídem. 
19 Cfr. Mercado, Virginia, “The large number of femicides marks Mexico’s reputation”, D+C 

Development and Cooperation, 16 de julio de 2023, disponible en: https://shorturl.at/PNuCU  

https://shorturl.at/PNuCU
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antecedentes en el poema Ni una muerta más (1995) de la poeta y 

activista mexicana Susana Chávez, originaria de Chihuahua, quien lo 

escribió precisamente para visibilizar los asesinatos de mujeres en la 

ciudad fronteriza; con el tiempo, la frase sería retomada y resignificada 

por movimientos feministas en América Latina como emblema de la 

lucha contra el feminicidio. La propia Susana Chávez fue posteriormente 

asesinada en Ciudad Juárez en 2011, hecho que reforzó el carácter 

simbólico y de denuncia de su consigna.20 

43. Paralelamente a estas manifestaciones sociales, el fenómeno motivó un 

desarrollo teórico orientado a comprender la naturaleza de la violencia. 

Diversas autoras han estudiado fenómeno de los feminicidios y 

contribuido a su conceptualización. La antropóloga Rita Segato analizó 

estos crímenes como expresiones de poder y dominio territorial, en los 

que el cuerpo de las mujeres funciona como un “mensaje” dentro de 

contextos de violencia estructural e impunidad, propio de escenarios 

donde la violencia se vuelve un mecanismo de control social. Desde esta 

perspectiva, los asesinatos no son hechos aislados, sino actos 

comunicativos dirigidos a disciplinar a la comunidad y reafirmar 

jerarquías de género y de poder.21 

44. Por su parte, la investigadora Julia Monárrez desarrolló la noción de 

feminicidio sexual sistémico para describir los asesinatos de mujeres en 

Ciudad Juárez como parte de un patrón reiterado, público y estructural, 

vinculado a condiciones sociales, económicas e institucionales que 

permiten su reproducción. Sus estudios identificaron además un perfil 

recurrente de las víctimas: principalmente mujeres jóvenes, de escasos 

recursos, trabajadoras —muchas de ellas empleadas de maquiladoras—

 
20 Cfr. BBC News Mundo, “A Susana Chávez "la mataron por ser mujer", 12 de enero de 

2011, disponible en: https://shorturl.at/WMO3H  
21 Véase Segato, Rita Laura, “La escritura en el cuerpo de las mujeres asesinadas en Ciudad 

Juárez. Territorio, soberanía y crímenes de segundo estado”, Universidad del Claustro de Sor 

Juana, México DF, 2006, 1ª edición, disponible en: https://shorturl.at/l5f19  

https://shorturl.at/WMO3H
https://shorturl.at/l5f19
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, de tez morena y residentes de zonas periféricas, lo que evidenció la 

convergencia de factores de género, clase y origen social en la selección 

de las víctimas y puso de relieve el carácter interseccional de la violencia 

feminicida.22 

45. La persistencia de ese patrón descrito por la literatura especializada 

también se refleja en la realidad empírica reciente. A pesar de diversos 

avances normativos e institucionales, distintos diagnósticos han 

advertido que la violencia feminicida persiste de manera particularmente 

grave en Chihuahua. Datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública muestran que la entidad se ha mantenido 

de forma recurrente entre los estados con mayores tasas de homicidio 

doloso de mujeres y feminicidio, y que municipios como Ciudad Juárez 

y Chihuahua capital concentran una proporción significativa de las 

víctimas. Por ejemplo, en varios años recientes la entidad ha registrado 

tasas superiores al promedio nacional en asesinatos de mujeres, con 

decenas de casos anuales tipificados como feminicidio y un número aún 

mayor de muertes violentas de mujeres investigadas inicialmente como 

homicidio doloso, lo que evidencia persistentes problemas de 

clasificación e investigación.23 

46. A su vez, organismos internacionales también han señalado la 

dimensión estructural del fenómeno. ONU Mujeres y la CEPAL han 

advertido que, pese a los cambios legislativos, en estados fronterizos 

con alta desigualdad social y dinámicas de violencia criminal —como 

Chihuahua— persisten patrones de riesgo asociados a edad, condición 

socioeconómica y espacio urbano periférico, lo que reproduce 

condiciones históricas de vulnerabilidad para las mujeres. Estos 

diagnósticos coinciden en que la continuidad de desapariciones, 

 
22 Véase Monárrez Fragoso, Julia Estela, “Trama de una injusticia. Feminicidio sexual 

sistémico en Ciudad Juárez”, El Colegio de la Frontera Norte, México, 2013. 
23 Cfr. Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP), 

Información sobre violencia contra las mujeres (incidencia delictiva y llamadas 911), 25 de 

enero de 2026, disponible en: https://shorturl.at/Ojq95  

https://shorturl.at/Ojq95
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violencia sexual y asesinatos de mujeres en la entidad demuestra que la 

respuesta institucional ha sido insuficiente para revertir un fenómeno 

arraigado, caracterizado por impunidad, investigación deficiente y 

repetición de patrones previamente documentados desde los años 

noventa.24 

47. En consecuencia, el Tribunal Pleno realizará el estudio del presente 

asunto mediante la aplicación integral del método de juzgar con 

perspectiva de género, atendiendo al contexto histórico y estructural 

previamente descrito. Ello permitirá identificar eventuales relaciones 

asimétricas de poder, estereotipos o impactos diferenciados derivados 

de la norma impugnada y asegurar que la decisión sea compatible con 

los principios de igualdad y no discriminación que rigen el orden 

constitucional y convencional en materia de derechos humanos de las 

mujeres. 

VII.1 Parámetro de control de regularidad constitucional  

48. La parte accionante impugnó dos porciones normativas publicadas 

mediante Decreto de cuatro de septiembre de 2021 en el Periódico 

Oficial de la entidad. 

49. Por una parte, la reforma a los artículos 13, fracción III de la Ley Orgánica 

del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua; artículo 3 fracción III, y 8 

bis, primer párrafo, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 

de Chihuahua, para incorporar la porción ‘y a la familia’. 

50. Por otra parte, impugnó la adición de la fracción E) al artículo 8 bis de la 

Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua, por la cual 

 
24Cfr. ONU Mujeres, La violencia feminicida en México: aproximaciones y tendencias, 2020, 

disponible en: https://shorturl.at/rCw9F y Comisión Económica para América Latina y el 

Caribe (CEPAL), Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe – 

Feminicidio, 24 de noviembre de 2025, disponible en: https://tinyurl.com/3r5vv9rw  

https://shorturl.at/rCw9F
https://tinyurl.com/3r5vv9rw
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se otorgan las siguientes facultades a la Fiscalía Especializada, respecto 

a los CJM en la entidad: (i) la coordinación del esfuerzo conjunto de las 

dependencias y entidades de la administración pública estatal que 

integran los CJM en el Estado; (ii) mediante el ejercicio de funciones de 

control, vigilancia, supervisión y seguimiento de las responsabilidades 

que les compete; y (iii) presidir el Consejo Consultivo de los CJM. 

51. De la lectura integral de la demanda se advierte que la accionante 

cuestiona la validez de estas porciones normativas respecto al deber de 

proteger y garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de 

violencia, así como su derecho de acceso a la justicia; derechos cuya 

protección y garantía corresponde tanto a la Fiscalía Especializada como 

a los CJM de la entidad. Ello, a la luz del principio constitucional de 

progresividad de los derechos humanos. 

52. Por ello, la accionante considera vulnerados los artículos 1 y 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con 

los artículos 1.1., 2, 5 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; artículos 1 y 2, incisos (b), (c), (d) y (f), 3 y 5 de la CEDAW; y 

artículos 3, 4, 7 y 8 de la Convención de Belém do Pará.  

53. De esta manera, el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad tiene 

por objeto plantear la posible contradicción entre una norma general, la 

ley de Chihuahua, y la Constitución General. El estudio se realiza en 

interés abstracto conforme al parámetro vigente al momento de 

resolver.25 

 
25“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ANÁLISIS DE LA 

CONSTITUCIONALIDAD DE LAS NORMAS IMPUGNADAS DEBE REALIZARSE 

TOMANDO EN CUENTA LA REDACCIÓN VIGENTE DE LOS DEMÁS PRECEPTOS 

DEL MISMO ORDENAMIENTO AL QUE AQUÉLLAS PERTENECEN, AL MOMENTO 

DE DICTAR SENTENCIA.” jurisprudencia P./J. 41/2010, del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Novena 

Época, materia constitucional, registro digital 164864, Tomo XXXI, Abril de 2010, página 

1420. 
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54. El parámetro de control constitucional que a continuación se desarrolla, 

y frente al cual las normas impugnadas deberán demostrar su validez, 

se integra entonces por el contenido y alcance del derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia y de acceder a la justicia en 

condiciones de igualdad.  

55. Se recuerda que el parámetro de control de regularidad constitucional se 

integra por las normas de derechos humanos contenidas en la 

Constitución General y en los tratados internacionales de los que México 

es Estado parte, estos derechos forman un catálogo único de derechos 

que no se relacionan entre sí en términos jerárquicos.26 Por tanto, en su 

integración, los derechos humanos de fuente constitucional y 

convencional serán apreciados como un todo.27  

56. El parámetro se integra además por los precedentes y la jurisprudencia 

del Poder Judicial de la Federación así como por los criterios 

establecidos en las sentencias de la Corte IDH aún en los casos en los 

que México no haya sido parte del procedimiento contencioso. 

57. Lo anterior, a la luz del principio constitucional de progresividad de los 

derechos humanos.  

58. Asimismo, este Tribunal Pleno debe suplir los conceptos de invalidez y 

fundar la declaración de inconstitucionalidad en la violación de cualquier 

precepto constitucional, sea invocado o no en el escrito inicial al no 

 
26DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS 

TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL 

DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL”, jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.), del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2006224, Libro 5, 

abril de 2014, Tomo I, página 202. 
27 Los tres tratados internacionales referidos por la accionante en su demanda -Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, CEDAW y Convención de Belém do Pará-, han sido 

ratificados por el Estado mexicano y se encuentran en vigor para él. Por lo cual, 

indiscutiblemente forman parte del parámetro de control constitucional. 
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tratarse de materia electoral.28 Por tales motivos, incluso si los 

argumentos son deficientes, basta con que se exprese claramente la 

contravención con cualquier precepto de la Constitución General.  

El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia 

59. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación enfatiza que la violencia en 

razón de género constituye uno de los fenómenos más graves de 

degradación social.29 Las mujeres tienen derecho a vivir libres de 

violencia y a acceder a la justicia en condiciones de igualdad cuando son 

víctimas de violencia de género. El goce y ejercicio de estos derechos 

implica para todas las autoridades del Estado un deber de debida 

diligencia, con incidencia directa en el cumplimiento de sus obligaciones 

de prevenir, proteger y garantizar.  

60. Asimismo, debe señalarse que, si bien todas las personas pueden ser 

susceptibles de sufrir violencia por razón de género —en tanto el género 

es una categoría que atraviesa a toda la humanidad—, la ejercida contra 

mujeres y niñas constituye la violación de derechos humanos más 

prevalente a nivel mundial, pues se estima que una de cada tres 

experimentará alguna forma de violencia a lo largo de su vida.30 

 
28ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. RESULTA INNECESARIO 

PRONUNCIARSE SOBRE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ PLANTEADOS EN LA 

DEMANDA CUANDO SE ADVIERTE UN VICIO DE INCONSTITUCIONALIDAD QUE 

PROVOCA LA NULIDAD TOTAL DEL ACTO LEGISLATIVO IMPUGNADO., 

jurisprudencia P./J. 42/2013 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia 

constitucional, registro digital 2005220, Libro 2, enero de 2014, Tomo I, página 356. 
29 Esta afirmación retoma lo establecido por el Comité CEDAW en su Recomendación 

General No. 35, párr. 10, en la cual el Comité señaló que la violencia por razón de género 

constituye uno de los medios sociales, políticos y económicos fundamentales a través de los 

cuales se perpetúa la posición subordinada de la mujer con respecto al hombre y sus papeles 

estereotipados. [Cfr. Comité CEDAW, “Recomendación general num. 35 sobre la violencia 

por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general num. 

19”, CEDAW/C/GC/35, 29 de julio de 2017, disponible en: https://shorturl.at/48qKM] 
30 Cfr. United Nations Population Fund, Lifetime toll: 840 million women faced partner or 

sexual violence, 19 noviembre 2025, disponible en: https://tinyurl.com/uwckuusk  

https://tinyurl.com/uwckuusk
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61. En atención a la magnitud y gravedad de este fenómeno, el derecho 

internacional y constitucional han desarrollado un marco específico de 

protección. La titularidad, contenido y alcance de estos derechos son el 

resultado de un sólido desarrollo constitucional y convencional.  

62. El primer párrafo del artículo 4º de la Constitución General reconoce la 

igualdad entre mujeres y hombres y consagra el derecho a la igualdad 

sustantiva, erigiéndose como eje estructural del sistema jurídico para la 

configuración, interpretación y desarrollo de los derechos de las mujeres. 

63. La igualdad entre mujeres y hombres implica la eliminación de toda 

forma de discriminación motivada por cuestiones de género en 

cualquiera de los ámbitos de la vida. Con base en el reconocimiento del 

artículo 4° constitucional, en 2006, la Ley General de Igualdad entre 

Mujeres y Hombres estableció las bases para institucionalizar de manera 

transversal la política de igualdad entre mujeres y hombres. 

64. Esta misma Ley General señala que el derecho a la igualdad sustantiva 

establecido en el artículo 4° constitucional implica la eliminación de toda 

forma de discriminación en cualquiera de los ámbitos de la vida por 

pertenecer a cualquier sexo. Así, el goce y ejercicio de la igualdad 

sustantiva, y la correspondiente obligación de garantizarla, implica la 

adopción de políticas y programas concretos y eficaces, a fin de mejorar 

la situación de hecho de la mujer.31 Para el logro de la igualdad 

sustantiva deben tomarse en cuenta tanto las diferencias biológicas 

entre el hombre y la mujer, como las diferencias que la sociedad y la 

cultura crean.32 

 
31 Cfr. Comité CEDAW, “Recomendación general No. 25, sobre el párrafo 1 del artículo 4 de 

la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 

referente a medidas especiales de carácter temporal”, 2004, párr. 7, disponible en: 

https://shorturl.at/Iqb62  
32Ibídem, párr. 8.  

https://shorturl.at/Iqb62
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65. En esta lógica, la discriminación constituye una vulneración directa al 

derecho a la igualdad del que son titulares las mujeres. El artículo 1 de 

la CEDAW la define como toda distinción, exclusión o restricción basada 

en el sexo o el género33 que tenga por objeto o por resultado menoscabar 

o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de la mujer —

independientemente de su estado civil y en condiciones de igualdad con 

el hombre— de los derechos humanos y libertades fundamentales en 

cualquier ámbito de la vida. 

66. La discriminación se agrava por la concurrencia de factores 

interseccionales que impactan a determinadas mujeres de manera 

diferenciada, y con mayor intensidad que a los hombres, e incluso frente 

a otras mujeres.34 Estas condiciones obstaculizan de forma particular su 

acceso efectivo a la justicia.35 En consecuencia, el Estado se encuentra 

obligado a adoptar medidas apropiadas para garantizar el ejercicio y 

goce de los derechos humanos de las mujeres en condiciones de 

igualdad, lo que comprende tanto la obligación general de eliminar la 

discriminación en todas sus manifestaciones, como la implementación 

de deberes específicos de protección reforzada. 

67. La violencia contra las mujeres constituye, al mismo tiempo, una 

manifestación y una consecuencia de la discriminación estructural de la 

que son objeto. Se configura como cualquier acción u omisión basada 

en el género que provoque la muerte o cause daño o sufrimiento físico, 

 
33 El término sexo se entiende como una categoría biológica y como una distinción entre las 

mujeres y los hombres, así como entre los niños y las niñas. Las referencias al término ‘sexo’ 

aluden a la distinción biológica entre varones y hembras caracterizada por unos procesos 

reproductivos diferenciados que han seguido evoluciones divergentes. El género se refiere a 

las identidades, atributos, y funciones de las mujeres y los hombres construidos socialmente 

y el significado cultural que se ha impuesto por la sociedad a las diferencias biológicas. 
34 Las causas de la discriminación interseccional o compuesta pueden incluir la etnia y la raza, 

la condición de minoría o indígena, el color, la situación socioeconómica y/o las castas, el 

idioma, la religión o las creencias, la opinión política, el origen nacional, el estado civil y/o 

maternal, la localización urbana o rural, el estado de salud, la discapacidad, la propiedad de 

los bienes y el hecho de ser mujeres lesbianas, bisexuales, intersexuales. 
35 Cfr. Comité CEDAW, “Proyecto de Recomendación general Nº 28 relativa al artículo 2 de 

la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”, 

CEDAW/C/GC/28, 16 de diciembre de 2010, párr. 18, disponible en: https://shorturl.at/bhC4k  

https://shorturl.at/bhC4k
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sexual, psicológico, patrimonial o económico, tanto en el ámbito público 

como en el privado. Comprende igualmente la violencia basada en el 

sexo, esto es, aquella dirigida contra una mujer por el hecho de serlo o 

que la afecta de manera desproporcionada. En consecuencia, a lo largo 

de la presente sentencia la expresión “violencia por razón de género” 

incluye también la cometida por razón de sexo. 

68. La violencia en contra de las mujeres es un obstáculo de la mayor 

gravedad para el logro de la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres 

y para el disfrute por parte de las mujeres, de sus derechos humanos y 

libertades fundamentales; como se señaló con anterioridad, es una 

forma grave de violencia de género, que afecta a mujeres y niñas en todo 

su ciclo de vida36, y que ocurre a causa de normas sociales y culturales 

relacionadas con el sexo.37 

69. Esta violencia puede tener como resultado un daño o sufrimiento físico, 

sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales 

actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se 

producen en la vida pública como en la vida privada, pues la violencia en 

contra de las mujeres se produce en todos los espacios y esferas de la 

interacción humana.38  

70. Además, la violencia en razón de género contra las mujeres puede 

constituir tortura o trato cruel, inhumano o degradante en determinadas 

circunstancias, en particular, en los casos de violación, violencia 

 
36 Cfr. Comité CEDAW, “Recomendación general num. 35 sobre la violencia por razón de 

género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general num. 19”, op.cit., 

párr. 14. 
37 Ibídem, párr. 9.  
38Entre ellos los contextos de la familia, la comunidad, los espacios públicos, el lugar de 

trabajo, el esparcimiento, la política, el deporte, los servicios de salud y los entornos 

educativos, y en la redefinición de lo público y lo privado a través de entornos tecnológicos,  
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doméstica, o prácticas tradicionales nocivas.39 En ciertos casos, incluso, 

algunas formas de violencia pueden constituir delitos internacionales.40 

71. Al reconocer la violencia de género como una categoría legal se asegura 

la realización práctica del principio de igualdad entre mujeres y hombres. 

72. En consecuencia, nuestro bloque de constitucionalidad reconoce 

ampliamente el derecho de las mujeres a vivir libres de violencias. Como 

lo señala el Preámbulo de la Convención de Belém do Pará, la 

eliminación de la violencia contra las mujeres es condición indispensable 

para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación 

en todas las esferas de vida.  

73. El derecho de toda mujer, niña y adolescente a vivir libre de violencias 

es un derecho indivisible e interdependiente de otros derechos 

humanos.41 La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencias (en adelante, “LGAMVLV”) constituye la legislación 

reglamentaria del artículo 4º de la Constitución General en materia de 

tutela de este derecho, y establece los deberes reforzados que 

corresponden al Estado para su garantía efectiva. 

74. Esta LGAMVLV establece que los tipos de violencia contras las mujeres 

son: psicológica, física, patrimonial, económica, sexual, y la cometida por 

interpósita persona, ocurridas en sus distintas modalidades, incluyendo 

las manifestaciones o ámbitos de ocurrencia en que se presenta, por lo 

que todas las medidas que se deriven de sus disposiciones deben 

 
39 Para determinar si los actos de violencia por razón de género contra la mujer constituyen 

tortura o trato cruel, inhumano o degradante se requiere un enfoque que tenga en cuenta las 

cuestiones de género para comprender el grado de dolor y sufrimiento que experimentan las 

mujeres, y de que los requisitos de propósito e intención para clasificar los actos como tortura 

se satisfacen cuando los actos u omisiones están asociados al género o se cometen contra una 

persona por motivos de sexo. [Cfr. Comité CEDAW, “Recomendación general num. 35 sobre 

la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación 

general num. 19”, op.cit., párr. 17].  
40 Ibídem, párr. 16.  
41 Ibídem, párr. 15.  



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

 

31 

garantizar la prevención, atención, sanción y erradicación de todos los 

tipos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de vida, promover 

su desarrollo integral y su plena partición en todas las esferas de la vida.  

75. De manera relevante, la LGAMVLV reconoce el feminicidio como la 

forma más extrema de violencia de género contra las mujeres, 

consistente en su privación de la vida por razones de género, 

generalmente perpetrada por hombres, en un contexto de discriminación 

y relaciones desiguales de poder basadas en el sexo. 

76. Las mujeres a quienes se les inflige cualquier tipo de violencia son 

víctimas de acuerdo con la misma LGAMVLV42, a quienes se les 

reconocen los derechos específicos: a ser tratada con pleno respeto a 

su integridad y al ejercicio pleno de sus derechos; el contar con 

protección inmediata y efectiva por parte de las autoridades; el recibir 

información veraz y suficiente en formatos accesibles que les permitan 

decidir sobre las opciones de atención; contar con asesoría jurídica 

gratuita y expedita; recibir información médica y psicológica; contar con 

un refugio, así como la posibilidad de acudir a ellos con sus hijos e hijas 

tratándose de violencia familiar; ser valoradas y educadas libres de 

estereotipos de comportamiento y prácticas sociales y culturales 

basadas en concepto de inferioridad y subordinación; el no ser obligada 

a participar en mecanismos de conciliación con su agresor.  

77. En esta línea, el Reglamento de la LGAMVLV señala que el modelo de 

atención a víctimas es el conjunto de servicios integrales y 

especializados proporcionados a las víctimas, sus hijas e hijos, así como 

a las personas agresoras, con la finalidad de atender el impacto de la 

violencia, cuyos componentes son la sensibilización, reeducación, 

rehabilitación y capacitación, entre otros. Estos componentes deben 

 
42 “Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se entenderá por: […] VI. Víctima: La mujer 

de cualquier edad a quien se le inflige cualquier tipo de violencia;” 
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diseñarse en atención a las necesidades y los derechos humanos en 

materia de salud, educación, trabajo, vivienda y acceso a la justicia de 

las mujeres, y deberán estar dirigidos a la construcción de conductas no 

violentas e igualitarias de los hombres.43  

78. Asimismo, la LGAMVLV establece medidas diferenciadas para 

garantizar el acceso efectivo a la justicia de mujeres en situación de 

especial vulnerabilidad. En el caso de las mujeres indígenas víctimas de 

violencia, reconoce su derecho a ser asistidas en todo momento, de 

manera gratuita, por intérpretes y personas defensoras públicas con 

conocimiento de su lengua y cultura. Asimismo, prevé que las mujeres 

con discapacidad cuenten con procedimientos accesibles y con los 

ajustes de procedimiento necesarios para su participación efectiva. En 

particular, las mujeres sordas tienen derecho a disponer gratuitamente 

de interpretación en Lengua de Señas Mexicana. 

79. Finalmente, las autoridades están obligadas a garantizar a las mujeres 

víctimas protección y atención integral, mediante la prestación gratuita, 

oportuna y expedita de servicios de salud, atención médica, psicológica 

y asesoría jurídica, así como el acceso a refugios seguros que 

salvaguarden su integridad y dignidad. 

El derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas de 

violencia  

80. Las mujeres víctimas y supervivientes de violencia en razón de sexo y 

de género, así como las personas víctimas indirectas o afectadas por los 

hechos, son titulares del derecho de acceso a la justicia. 

81. De manera general, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte IDH, el 

derecho de acceso a la justicia comprende la obligación de los Estados 

a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones 

 
43 Reglamento de la LGAMVLV, artículo 15. 
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a los derechos humanos44, los cuales deben ser sustanciados conforme 

a las reglas de debido proceso legal45, e incluye el derecho de las 

presuntas víctimas o de sus familiares a que se investigue, juzgue y en 

su caso, sancione a los responsables. A su vez, la garantía de este 

derecho debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las 

presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para 

conocer la verdad de lo sucedido.  

82. En los casos de violencia contra las mujeres, el acceso a la justicia es 

un presupuesto indispensable para la efectividad de todos sus derechos 

humanos. Dicho acceso debe garantizarse en condiciones de igualdad, 

ya que la discriminación basada en el sexo y el género afecta 

negativamente su posibilidad de acceder a la justicia en pie de igualdad 

con los hombres. 

83. El acceso a la justicia en condiciones de igualdad implica tanto su igual 

protección ante la ley46, garantizar su acceso efectivo a procedimientos 

 
44 Lo anterior, de conformidad con el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos: “Artículo 25. Protección Judicial 1. Toda persona tiene derecho a un recurso 

sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, 

que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por 

personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Parte se 

comprometen: a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 

Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b) A desarrollar 

las posibilidades de recurso judicial, y c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades 

competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.” 
45 Lo anterior, de conformidad con el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos: “Artículo 8. Garantías Judiciales 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 

debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 

obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”  
46 Lo anterior, de conformidad con el artículo 4 de la Convención de Belém do Pará: “Artículo 

4. Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 

derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e 

internacionales sobre derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros: 

 a. el derecho a que se respete su vida; 

 b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 

 c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales; 

 d. el derecho a no ser sometida a torturas; 

 e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; 
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legales, eliminando cualquier obstáculo jurídico y práctico que se 

presente, y el acceso a diversos mecanismos e instituciones públicas. 

84. De acuerdo con el Comité CEDAW, las mujeres enfrentan formas 

múltiples e interseccionales de discriminación que producen efectos 

agravados en el ejercicio de sus derechos. En consecuencia, reconoce 

que la violencia por razón de género puede afectarles en distinta 

intensidad y de diversas maneras, lo que exige respuestas jurídicas y 

normativas diferenciadas y adecuadas a sus contextos específicos.47  

85. Así, es pertinente recordar que, en diversas sentencias condenatorias 

dictadas contra el Estado mexicano, la Corte IDH ha sostenido que la 

violencia contra las mujeres constituye una forma de discriminación y 

que el Estado incumplió tanto su deber de no discriminación como su 

obligación de garantía, particularmente en lo relativo a su acceso 

efectivo a la justicia.48 

 

 f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 

 g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare 

contra actos que violen sus derechos; 

 h. el derecho a libertad de asociación; 

 i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y 

 j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en 

los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.” 
47 Cfr. Comité CEDAW, “Recomendación general num. 35 sobre la violencia por razón de 

género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general num. 19”, op.cit., 

párr. 12. 
48 Cfr. Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, op.cit., párr. 

402; Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C n.° 215, párr. (s) 195 a 

198. Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C n.° 216, párr. (s) 177 a 

182; Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018, Serie C 

n.° 371, párr. (s) 270 a 318; Corte IDH. Caso Digna Ochoa y Familiares Vs. México. 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 25 de noviembre de 2021, 

párr. (s) 123 a 129; Corte IDH. Caso García Andrade y otros Vs. México. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2025. Serie C n.° 

563, párr. (s) 140 a 149; Corte IDH. Caso Ascencio Rosario y otros Vs. México. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de septiembre de 2025. Serie C 

n.° 567, párr. (s) 238 a 301.  
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86. A partir de este estándar interamericano, el artículo 7 de la Convención 

de Belém do Pará establece obligaciones específicas para que los 

Estados adopten medidas orientadas a hacer efectivo el derecho de las 

mujeres al acceso a la justicia: 

c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles 
y administrativas, así como las de otra naturaleza que 
sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso […]  

f) establecer procedimientos legales justos y eficaces 
para la mujer que haya sido sometida a violencia, que 
incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos […]. 

87. Asimismo, el artículo 9 de la Convención de Belém do Pará dispone que, 

al adoptar dichas medidas, los Estados deben considerar las 

condiciones particulares de vulnerabilidad frente a la violencia que 

pueden afectar a las mujeres por motivos de raza, origen étnico o 

condición de migrante, refugiada o desplazada. De igual forma, deberán 

tomar en cuenta situaciones específicas como el embarazo, la 

discapacidad, la minoría de edad o la edad avanzada, la condición 

socioeconómica desfavorable, así como contextos de conflicto armado o 

de privación de la libertad. 

88. El Comité CEDAW ha enfatizado que en virtud del artículo 5 (a) de la 

CEDAW existe una obligación de exponer y eliminar los obstáculos 

sociales y culturales subyacentes, incluidos los estereotipos de género, 

que impiden a las mujeres el ejercicio y la defensa de sus derechos y su 

acceso a recursos efectivos,49 considerado también que ciertos factores 

 
49 Cfr. Comité CEDAW, Recomendación general núm. 33 sobre el acceso de las mujeres a la 

justicia, CEDAW/C/GC/33, 3 de agosto de 2015, párr. 7, disponible en: 

https://shorturl.at/oNxnK  

https://shorturl.at/oNxnK
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interseccionales dificultan a las mujeres pertenecientes a ciertos grupos, 

aún más, el acceso a la justicia.50 

89. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha delineado el 

contenido del derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas de 

violencia por razón de género —así como de sus familiares—, entre otros 

precedentes, en los casos sobre los feminicidios de Mariana Lima 

Buendía51 y Karla Pontigo Lucciotto52.  

90. En el primero, la Primera Sala estableció que toda muerte violenta de 

una mujer debe investigarse desde el inicio con perspectiva de género y 

bajo el protocolo de feminicidio como hipótesis primaria, la cual solo 

puede descartarse mediante datos objetivos y suficientes, a fin de 

combatir la impunidad y garantizar los derechos de las víctimas 

indirectas.53 En el segundo, la Primera Sala determinó que la 

investigación por el asesinato de Karla fue deficiente, sesgada y carente 

de perspectiva de género, por lo que ordenó su reposición conforme a 

 
50 Ibídem, párr. 8 y 9 & Comité CEDAW, “Proyecto de Recomendación general Nº 28 relativa 

al artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer”, op.cit., párr. 18. 
51 Mariana Lima Buendía era una mujer que fue encontrada sin vida en su domicilio en el 

Estado de México en 2010; inicialmente, las autoridades calificaron los hechos como suicidio, 

pese a la existencia de indicios de violencia. A partir de la impugnación promovida por su 

madre, la Suprema Corte determinó que toda muerte violenta de una mujer debe investigarse 

desde el inicio con perspectiva de género y bajo la hipótesis de feminicidio, estableciendo un 

estándar reforzado de debida diligencia para garantizar el acceso a la justicia y evitar la 

impunidad. 
52 Karla Pontigo Lucciotto, joven asesinada en San Luis Potosí en 2012 en circunstancias 

inicialmente consideradas accidentales, fue objeto de una investigación caracterizada por 

omisiones, pérdida de evidencia y estereotipos de género. La Suprema Corte ordenó reponer 

la investigación y precisó que el acceso a la justicia de sus familiares comprende el derecho a 

la verdad, lo que exige una investigación seria, exhaustiva e imparcial orientada al 

esclarecimiento pleno de los hechos y a la determinación de responsabilidades. 
53 Amparo en revisión 554/2013. 25 de marzo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 

formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. 
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un estándar de debida diligencia reforzada, al considerar que una 

investigación inadecuada vulnera el acceso efectivo a la justicia.54 

91. De estos precedentes se desprende que la Suprema Corte ha 

reconocido que el derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas 

de violencia de género no se satisface con la mera apertura formal de 

una investigación, sino que exige actuaciones diligentes, exhaustivas y 

con perspectiva de género orientadas al esclarecimiento de la verdad y 

a la sanción de los responsables. En consecuencia, las autoridades 

tienen el deber reforzado de investigar desde el inicio sin estereotipos ni 

prejuicios, a fin de garantizar a las víctimas directas e indirectas, una 

tutela judicial efectiva, conforme a los principios de igualdad y no 

discriminación que rigen el orden constitucional. 

92. Ahora bien, el contenido del derecho de acceso a la justicia de las 

mujeres víctimas de violencia es amplio y pluridimensional. De 

acuerdo con el Comité CEDAW son seis los componentes básicos que 

deben ser garantizados: justiciabilidad, disponibilidad, accesibilidad, 

buena calidad, rendición de cuentas de los sistemas de justicia y 

suministro de recursos jurídicos para las víctimas. 

93. La justiciabilidad requiere el acceso irrestricto de las mujeres a la 

justicia, así como la capacidad y el poder reclamar sus derechos, en 

virtud de la CEDAW, como derechos jurídicos. Se debe asegurar que (a) 

los derechos y las protecciones jurídicas correlativas se reconozcan y 

estén incorporados en la ley, mejorando la sensibilidad del sistema de 

justicia a las cuestiones de género; (b) se mejore el acceso irrestricto de 

las mujeres a los sistemas de justicia y de esta forma las empoderen 

 
54 Amparo en revisión 1284/2015. 13 de noviembre de 2019. unanimidad de cuatro votos de 

los ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su 

derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (ponente) y Juan Luis 

González Alcántara Carrancá, presidente de esta Primera Sala, quien se reservó el derecho a 

formular voto concurrente. La ministra Norma Lucía Piña Hernández estuvo ausente. Ponente: 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

38 

para lograr la igualdad de jure y de facto; (c) se asegure que las y los 

profesionales de los sistemas de justicia tramiten los casos teniendo en 

cuenta las cuestiones de género y (d) se asegure la independencia, 

imparcialidad, integridad y credibilidad de la judicatura y la lucha contra 

la impunidad.55  

94.  La disponibilidad exige el establecimiento de tribunales, órganos cuasi 

judiciales o de otro tipo, su mantenimiento y financiación, en casos de 

violencia contra las mujeres, se asegure el acceso a las mujeres a los 

centros de crisis, la asistencia financiera, los refugios, las líneas de 

emergencia, y los servicios médicos, psicosociales y de orientación.56 

95. La accesibilidad requiere que los sistemas de justicia, tanto oficiales 

como cuasi judiciales sean seguros, se puedan costear y resulten 

físicamente accesibles a las mujeres, y que sean adaptados y 

apropiados a las necesidades de las mujeres, incluidas las que hacen 

frente a formas interseccionales o compuestas de discriminación. De 

acuerdo con el Comité CEDAW, esto implica que se eliminen los 

obstáculos económicos al acceso a la justicia proporcionando asistencia 

jurídica, también que se asegure que el entorno físico y la localización 

de las instituciones judiciales y cuasi judiciales y otros servicios sean 

acogedores, seguros y accesibles a todas las mujeres, que se 

establezcan centros de acceso a la justicia, como “centros de atención 

integral” que incluyan una gama de servicios jurídicos y sociales, a fin de 

reducir el número de pasos que deben realizar las mujeres para obtener 

acceso a la justicia.  

96. En particular, se ha señalado que esos centros deben proporcionar 

asesoramiento jurídico y asistencia, iniciar el procedimiento judicial y 

coordinar los servicios de apoyo para las mujeres en todas las esferas, 

 
55 Cfr. Comité CEDAW, Recomendación general núm. 33 sobre el acceso de las mujeres a la 

justicia, op.cit., párr. 15.  
56 Ibídem, párr. 16 (b).  
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como la violencia contra las mujeres, las cuestiones de familia, la salud, 

la seguridad social, el empleo, la propiedad y la inmigración. Los centros 

deben ser accesibles para todas las mujeres, incluidas las que viven en 

la pobreza y/o en zonas rurales y remotas. Finalmente, un elemento para 

garantizar que los sistemas de justicia sean económicamente accesibles 

a las mujeres es el suministro de asistencia jurídica gratuita o de bajo 

costo, asesoramiento y representación en procesos judiciales y cuasi 

judiciales en todas las esferas del derecho.57  

97. La buena calidad de los sistemas de justicia requiere que todos los 

componentes se ajusten a las normas internacionales de competencia, 

eficiencia, independencia e imparcialidad, así como a la jurisprudencia 

internacional, y provean, de manera oportuna, recursos apropiados y 

efectivos y den lugar a una resolución sostenible de la controversia que 

tengan en cuenta las cuestiones de género para todas las mujeres. El 

Comité CEDAW también recomienda que se adopten indicadores para 

medir la efectividad del acceso de las mujeres a la justicia.  

98. El Comité CEDAW ha señalado que en virtud del artículo 2 de la 

CEDAW, la aplicación de recursos también requiere que los sistemas de 

justicia ofrezcan a las mujeres una protección viable y una reparación 

significativa de cualquier daño que pudieran haber sufrido. Estos 

recursos tanto judiciales como no judiciales, deben ser adecuados, 

afectivos, atribuidos con prontitud, holísticos y proporcionales a la 

gravedad del daño sufrido. Deben tomar en cuenta las actividades 

domésticas y de cuidados no remuneradas de las mujeres al evaluar los 

daños y determinar la indemnización apropiada por el daño, en todos los 

procedimientos civiles, penales, administrativos o de otro tipo;58 y 

proporcionen recursos efectivos y oportunos y aseguren que se ajusten 

a los diferentes tipos de violaciones que sufren las mujeres, así como 

 
57 Ibídem, párr. 36.  
58 Ibídem, párr. 19 (c).  
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reparaciones adecuadas, y garanticen la participación de las mujeres en 

el diseño de los programas de reparaciones.59 

99. En cuanto a la rendición de cuentas de los sistemas de justicia, se 

garantiza mediante la vigilancia de su funcionamiento para asegurar que 

funcionen conforme a los principios de justiciabilidad, disponibilidad, 

accesibilidad, buena calidad y eficacia en la aplicación de recursos, 

incluidos la revisión o auditoría periódicas de la autonomía, la eficiencia 

y la transparencia de los órganos judiciales, cuasi judiciales y 

administrativos que tomen decisiones que afectan a los derechos de las 

mujeres.60 

100. Los seis componentes son aplicables a la totalidad de los recursos 

judiciales y no judiciales que implementan los Estados para hacer 

efectivo el derecho de acceso a la justicia de las mujeres. 

Particularmente, se destaca que dentro del componente de accesibilidad 

el Comité ha enfatizado que el mismo es relevante respecto a los centros 

de justicia para las mujeres.61 

101. Finalmente, el Comité CEDAW afirma que un conjunto de recursos 

humanos sumamente calificados, en combinación con recursos técnicos 

y financieros adecuados, es esencial para garantizar estos seis 

elementos esenciales, lo cual, se aplica tanto para todas las partes de 

los sistema de justicia, incluidos los órganos judiciales, cuasi judiciales y 

administrativos especializados, los mecanismos alternativos de solución 

de controversias, las instituciones nacionales de derechos humanos y 

las oficinas de las y los defensores del pueblo.62 

 
59 Ibídem, párr 19 (g) . 
60 Ibídem, párr. 19 (f). 
61 Ibídem, Recomendación 17 inciso f) a los Estados, respecto a la justiciabilidad. 
62 Ibídem, párr. 38.  
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El derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas a la luz 

de la obligación de debida diligencia  

102.  Existe una estrecha relación entre violencia contra las mujeres, 

discriminación y debida diligencia. La obligación de debida diligencia es 

un componente fundamental para asegurar el derecho de las mujeres a 

vivir sin violencias.  

103.  Esta obligación ha sido desarrollada, principalmente, en el derecho 

internacional de los derechos humanos a partir de dos aproximaciones. 

Por una parte, la debida diligencia de los Estados respecto a los actos 

discriminatorios de particulares en contra de las mujeres, y, por otra 

parte, su ámbito en la garantía del derecho de acceso a la justicia de las 

mujeres víctimas de violencia.  

104. Respecto a la primera aproximación, el artículo 2 (e) de la CEDAW 

impone una obligación de debida diligencia en los Estados Parte para 

prevenir la discriminación por particulares o actores no privados. Los 

Estados están obligados a asegurar que tomarán las medidas que 

resulten necesarias para evitar que personas, organizaciones y 

empresas discriminen en contra de la mujer.63 De acuerdo con el Comité 

CEDAW esta obligación sienta las bases de la CEDAW en su conjunto.64 

Este ámbito de la debida diligencia se encuentra particularmente 

vinculada con la obligación de prevenir la violencia de género a cargo 

de las autoridades.  

105. La segunda aproximación -estrechamente relacionada con la primera-, 

se encuentra en el artículo 7 inciso (b) de la Convención de Belém do 

 
63 Cfr. Comité CEDAW, “Proyecto de Recomendación general Nº 28 relativa al artículo 2 de 

la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”, 

op.cit., párr. 13. 
64 Comité CEDAW, “Recomendación general num. 35 sobre la violencia por razón de género 

contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general num. 19”, op.cit., párr. 24 

inciso 2 b). 
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Pará, y establece el deber de los Estados de actuar con la debida 

diligencia para investigar y sancionar la violencia contra las mujeres. 

Esta aproximación tiene un impacto directo en la obligación de 

garantizar. Lo anterior se complementa con el literal (f) del artículo 7 de 

la misma Convención en la cual se nota que un componente de la debida 

diligencia es el establecimiento de procedimientos legales, justos y 

eficaces, acompañados de la garantía del acceso efectivo de las mujeres 

a recursos que amparen sus derechos.  

106.  Esta segunda aproximación encuentra asidero en la LGAMVLV que 

define en su artículo 5 fracción XVI a la debida diligencia como la 

obligación de las personas servidoras públicas de:  

prevenir, atender, investigar y sancionar la violencia 
contra las mujeres de manera oficiosa, oportuna, 
competente, independiente, imparcial, exhaustiva y 
garantizando la participación individual y colectiva de 
las mujeres, a fin de garantizar su derecho a una vida 
libre de violencias, a la verdad, la justicia y la 
reparación integral y transformadora. (énfasis 
añadido) 

107. Toda vez que la obligación de garantizar implica hacer efectivos los 

derechos, la LGAMVLV establece en su artículo 20 que para cumplir el 

derecho de las mujeres a una vida sin violencias los tres órdenes de 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

 

43 

gobierno deben prevenir, atender, investigar65, sancionar y reparar66 el 

daño que les inflige. 

108. Este estándar normativo interno es consistente con los parámetros del 

derecho internacional de los derechos humanos. En el caso García 

Andrade y otros Vs. México, la Corte IDH señaló que la norma de debida 

diligencia, en el marco del derecho internacional de los derechos 

humanos, se ha constituido como el “parámetro más utilizado para medir 

el nivel de cumplimiento por los Estados de su obligación de prevenir y 

responder a los actos de violencia contra las mujeres”.67 En esa medida:  

el análisis del deber de debida diligencia es fundamental 
para definir las circunstancias en que el Estado puede 
estar obligado por acciones u omisiones de particulares, 
y comprende la organización de toda la estructura 

 
65 “Las irregularidades observadas en la investigación de este caso entre las que destacan la 

falta de acuciosidad en las diligencias realizadas cuando fue reportada desaparecida; la falta 

de cruce de información obtenida en las diversas declaraciones tomadas, la falta de 

confrontación de la información obtenida para llevar a cabo una investigación seria 

conducente al esclarecimiento de los hechos; las deficiencias en el manejo y en el análisis de 

la evidencia recolectada, las fallas en la preservación de la escena del crimen y la obstrucción 

de la justicia al sembrar evidencia por parte de funcionarios estatales para culpar a un 

sospechoso, reflejan la falta de debida diligencia en la investigación de este caso, y constituyen 

una forma de discriminación y una violación al derecho a la igualdad ante la ley de Paloma 

Angélica Escobar”. [Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 51/13, 

Caso 12.551, Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros vs. México, Fondo (publicación)] 
66 Toda medida reparatoria deberá tener un enfoque transformador del contexto y cultura 

discriminatoria, siempre con el objetivo de erradicarla. [Cfr. Comité CEDAW, 

“Recomendación general num. 35 sobre la violencia por razón de género contra la mujer, por 

la que se actualiza la recomendación general num. 19”, op.cit., párr. 33] La obligación de los 

Estados parte de garantizar que la legislación que prohíbe la discriminación y promueve la 

igualdad entre mujeres y hombres proporcione recursos adecuados a las mujeres que sean 

objeto de discriminación contraria a la Convención. Esta obligación exige que los Estados 

parte proporcionen reparación a las mujeres cuyos derechos amparados por la Convención 

hayan sido violados. Sin reparación, no se cumple la obligación de proporcionar un recurso 

adecuado. Dichos recursos deben incluir diferentes formas de reparación, como la 

compensación monetaria, la restitución, la rehabilitación y el restablecimiento; medidas de 

satisfacción, como disculpas públicas, homenajes públicos y garantías de no repetición; 

cambios en las leyes y prácticas pertinentes; y el enjuiciamiento de los autores de violaciones 

de los derechos humanos de las mujeres. [Cfr. Comité CEDAW, “Proyecto de Recomendación 

general Nº 28 relativa al artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas 

de discriminación contra la mujer”, op.cit., párr. 32.] 

 
67 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso García Andrade y Otros vs. México, 

op. cit. párr. 106, disponible en: https://shorturl.at/ji7c3  

https://shorturl.at/ji7c3
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estatal tanto para prevenir como para responder 
adecuada y efectivamente a estos problemas. Así, 
actuar con debida diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar la violencia contra las mujeres implica una 
obligación de organizar y coordinar el aparato estatal para 
garantizar a las mujeres una vida libre de violencia y 
requiere, además, de la adopción de medidas para hacer 
frente a las diferentes expresiones de violencia y para 
atacar las causas estructurales que la provocan. (énfasis 
añadido) 

109. En el mismo caso, la Corte IDH señaló que la obligación de los Estados 

de adoptar medidas integrales para cumplir con la debida diligencia 

reforzada en casos de violencia contra las mujeres implica, (1) la 

existencia de un marco jurídico de protección, y (2) una aplicación 

efectiva de dicho marco jurídico y políticas de prevención y prácticas que 

permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias. Señala 

también que la estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe 

prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para 

que puedan proporcionar una respuesta efectiva a los casos de violencia 

contra las mujeres. Además, los Estados deben adoptar medidas 

preventivas en casos específicos en los que sea evidente que 

determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia.68 

110.  La Corte IDH ha sostenido que la falta de debida diligencia que conlleva 

a la impunidad reproduce la violencia que se pretende atacar, sin 

perjuicio de que constituye en sí misma una discriminación en el acceso 

a la justicia.69 

111. Ahora bien, en el marco de la obligación de actuar con la debida 

diligencia para garantizar el acceso a la justicia de las mujeres víctimas 

 
68Ibídem, párr. 109.  
69 La Corte IDH ha sostenido que la impunidad de los delitos contra las mujeres envía el 

mensaje de que la violencia contra la mujer es tolerada, lo que favorece su perpetuación y la 

aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, 

así como una persistente desconfianza de éstas en la administración de justicia. [Cfr. Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. 

México, op.cit., párr. 400] 
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de violencia, la investigación constituye una etapa crucial en los 

casos de violencia en su contra.70 

112.  Así, una investigación con debida diligencia requiere la actuación pronta 

e inmediata de las autoridades policiales, investigativas y judiciales.71 De 

acuerdo con lo establecido en el artículo 7 inciso (c) de la Convención 

de Belém do Pará, las y los servidores públicos deben tener la capacidad 

y sensibilidad de entender la gravedad del fenómeno de violencia contra 

las mujeres y niñas, y la voluntad para actuar de inmediato tanto por 

autoridades policiales, investigativas y judiciales.72 El Comité CEDAW 

recomienda la utilización de un criterio confidencial y con perspectiva de 

género para evitar la estigmatización durante todas las actuaciones 

judiciales, incluida la victimización secundaria, la reunión de pruebas y 

otros procedimientos relacionados con la investigación.73 

113. Las investigaciones y procesos penales sustanciados con la debida 

diligencia atendiendo a estándares con perspectiva de género,74 deben 

desarrollarse adecuadamente y agotarse todas las líneas de 

investigación, teniendo un adecuado contexto de las pruebas, 

considerando también que ciertas líneas de investigación, cuando 

eluden al análisis de los patrones sistemáticos en los que se enmarcan 

cierto tipo de violaciones a los derechos humanos, pueden generar 

 
70 Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 51/13, Caso 12.551, 

Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros vs. México, Fondo (publicación), op.cit.,párr. 110.  
71 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso García Andrade y Otros vs. México, 

op.cit., párr. 143.  
72 Ídem., párr. 143.  
73 Cfr. Comité CEDAW, Recomendación general núm. 33 sobre el acceso de las mujeres a la 

justicia, op.cit., párr. 51. g) 
74 Véanse Caso García Andrade y otros vs. México, párr. 141, Caso González y otras (“Campo 

Algodonero”) vs. México, supra, párr. 455; Caso V.R.P., V.P.C. y otros vs. Nicaragua, párrs. 

154 y 155; Caso Guzmán Albarracín y otras vs. Ecuador, párr. 177, y Caso Angulo Losada 

vs. Bolivia, párr. 95.  
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ineficacia en las investigaciones.75 Además, el abandono de líneas de 

investigación debe estar plenamente justificado.76  

Las Fiscalías Especializadas en Atención a Mujeres Víctimas de 

Violencia de Género 

114. Conforme a nuestro marco constitucional, las mujeres víctimas de 

violencia de género cuentan con estructuras especializadas mediante las 

cuales se garantiza su derecho de acceso a la justicia, una de ellas son 

las Fiscalías Especializadas en su atención.  

115. En efecto, la fracción IX del artículo 116 de la Constitución General 

establece que, para proteger el derecho de las mujeres a una vida libre 

de violencias, las instituciones de procuración de justicia deberán contar 

con fiscalías especializadas de delitos relacionados con las 

violencias en razón de género contra las mujeres.  

116. En línea con este mandato constitucional, el artículo 2 de la LGAMVLV 

establece la obligación tanto para la Federación como para las entidades 

federativas de contar con dichas fiscalías especializadas.77 

117.  Este diseño institucional se inserta en los estándares internacionales en 

la materia, pues el Comité CEDAW ha señalado que el derecho penal 

resulta particularmente relevante para garantizar que las mujeres 

ejerzan sus derechos humanos en condiciones de igualdad. 

118. Así, la reforma constitucional a la fracción IX del artículo 116 —que 

establece el deber de las instituciones de procuración de justicia de 

contar con fiscalías especializadas en la investigación de delitos 

 
75 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso González y otras (“Campo 

Algodonero”) Vs. México, op.cit., párr. 366. 
76Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso García Andrade y Otros vs. México, 

párrs. 144 a 148, 150, 151 y 154.  
77 La Ley General Para Igualdad entre Mujeres y Hombres también establece en la fracción 

IX del artículo 40 que las autoridades establecerán los mecanismos para la atención de las 

víctimas en todos los tipos de violencia. 
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vinculados con la violencia de género— constituye una piedra angular 

de la garantía institucional en favor de los derechos de mujeres, niñas y 

adolescentes: 

Los Estados parte están obligados, en virtud de los 
artículos 2 y 15 de la Convención, a asegurar que las 
mujeres cuenten con la protección y los recursos 
ofrecidos por el derecho penal y que no estén expuestas 
a discriminación en el contexto de esos mecanismos, ya 
sea como víctimas o perpetradoras de actos delictivos. 
Algunos códigos y leyes penales y/o códigos de 
procedimiento penales discriminan contra la mujer: […] c) 
evitando penalizar o actuar con la debida diligencia para 
prevenir y proporcionar recursos por delitos que afectan 
desproporcionada o únicamente a las mujeres.  

119. Asimismo, el artículo 21 párrafo noveno de la Constitución General 

establece que la seguridad pública es una función del Estado a cargo de 

la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son 

salvaguardar la vida, las libertades, la integridad 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4° de esta 
Constitución que garantiza los deberes reforzados de 
protección del Estado con las mujeres, adolescentes, 
niñas […]. La seguridad pública comprende la prevención, 
investigación y persecución de los delitos […]. La 
actuación de las instituciones de seguridad pública se 
regirá por […] la perspectiva de género. 

120. El establecimiento de estructuras de protección frente a la discriminación 

por razón de género y las medidas positivas en favor de las mujeres 

dirigidas a eliminar las desigualdades históricas, así como las medidas 

permanentes diferencias encaminadas a proteger las particularidades y 

necesidades de las mujeres, no constituyen discriminación frente a otros 

grupos y están plenamente justificadas por el derecho internacional de 

los derechos humanos.78 

 
78 Cfr. Comité CEDAW. Recomendación general n.° 25 sobre las medidas especiales de 

carácter temporal, párr. 19.  
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121. En definitiva, las mujeres deben tener claro que contarán con un apoyo 

exclusivo para ellas y que se atenderán sus necesidades particulares. 

De acuerdo con la Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer 

de las Naciones Unidas, estos enfoques reconocen la discriminación y 

la violencia contras las mujeres y las niñas basados en el sexo y en el 

género, por lo que se deben brindar servicios eficaces y contextualizadas 

para ellas, particularmente a las sobrevivientes de la violencia.79 

122. En conclusión, la existencia de una Fiscalía Especializada no constituye 

una medida meramente organizativa, sino una garantía institucional 

indispensable para hacer efectivo el derecho de las mujeres a vivir libres 

de violencia por razón de género. Como parte de las obligaciones 

reforzadas del Estado, dicha Fiscalía debe actuar con debida diligencia, 

perspectiva de género y enfoque diferenciado, asegurando 

investigaciones oportunas, exhaustivas e imparciales, así como el 

acceso efectivo a la verdad, la justicia y la reparación integral. 

Los Centros de Justicia para las Mujeres  

123. Los CJM son un mecanismo institucional establecido en la LGAMVLV 

con el que se garantiza el derecho de acceso a la justicia de las mujeres 

víctimas de violencia en razón de género. Los CJM, son espacios 

multidisciplinarios e interinstitucionales que brindan, de manera gratuita, 

tanto a las mujeres como a sus hijas e hijos menores de 18 años, una 

gama de servicios con la finalidad de promover y garantizar su acceso a 

la justicia, el ejercicio pleno de sus derechos humanos y su 

empoderamiento. Todo ello desde las perspectivas de género, derechos 

humanos, intercultural, diferencial e interseccional. 

 
79 Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra las mujeres y las niñas, sus causas 

y consecuencias, A/HRC/59/47, distribución general 16 de junio de 2025, párr. 30. Comité 

CEDAW Recomendación general n.° 35 sobre  la violencia por razón de género contra la 

mujer, por la que se actualiza la recomendación general n.° 19, párr. (s) 2 c), d) y f) y 5 a)  
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124. Debe recordarse que, conforme al alcance amplio del derecho de acceso 

a la justicia, el Estado debe adoptar medidas integrales que trasciendan 

la mera existencia de recursos judiciales, a fin de abordar de manera 

completa y efectiva el fenómeno de la violencia contra las mujeres. 

125. En efecto, el artículo 880 de la Convención de Belém do Pará insta a la 

adopción de medidas específicas o programas para suministrar servicios 

de atención especializados apropiados a las mujeres víctimas de 

violencia, a través de la acción de las entidades, de los sectores público 

y privado, incluyendo los refugios, servicios de orientación para toda la 

 
80 “Artículo 8 

 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive 

programas para: 

a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de 

violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el 

diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso 

educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen 

en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles 

estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la 

mujer; 

c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial 

y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo 

esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra 

la mujer; 

d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer 

objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive 

refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y 

custodia de los menores afectados; 

e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados 

a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, 

los recursos legales y la reparación que corresponda; 

f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y 

capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social; 

g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que 

contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto 

a la dignidad de la mujer; 

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente 

sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de 

evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la 

mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y 

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la 

ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.” 
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familia, cuando sea el caso, y cuidado y custodia de las niñas, niños y 

adolescentes afectados. 

126. El Comité CEDAW ha señalado que los Estados deben proporcionar 

servicios especializados de apoyo para las mujeres, los cuales deben 

estar disponibles sin condicionarse a su situación particular ni a su 

capacidad o voluntad de participar en procesos judiciales contra la 

persona agresora. Asimismo, dichos servicios deben ser accesibles —

especialmente para quienes enfrentan formas interseccionales de 

discriminación—, asequibles, adecuados, aceptables y de calidad, y 

orientados efectivamente a su protección.81  

127. El mismo Comité hace referencia a que estos servicios de apoyo 

especializados pueden materializarse en la forma de centros de crisis 

seguros y adecuadamente equipados, centros de apoyo y de derivación 

de pacientes, y centros de acogida para las mujeres, sus hijas e hijos, 

según sean las necesidades.82 Así, en su Recomendación General No. 

33 sobre ‘El acceso de las mujeres a la justicia’, el Comité recomendó a 

los Estados establecer: 

17. […] inciso f) […] centros de acceso a la justicia, 
como “centros de atención integral”, que incluyan una 
gama de servicios jurídicos y sociales, a fin de reducir el 
número de pasos que deben realizar las mujeres para 
obtener acceso a la justicia. Esos centros deben 
proporcionar asesoramiento jurídico y asistencia, 
iniciar el procedimiento judicial y coordinar los 
servicios de apoyo para las mujeres en todas las 
esferas, como la violencia contra la mujer, las 
cuestiones de familia, la salud, la seguridad social, el 
empleo, la propiedad y la inmigración. Esos centros 
deben ser accesibles para todas las mujeres, incluidas las 

 
81 Cfr. Comité CEDAW Recomedación general n.° 33 sobre el acceso de las mujeres a la 

justicia. op cit. 
82 Ibid.  
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que viven en la pobreza y/o en zonas rurales y remotas 
[…].83 (énfasis añadido)  

128. La LGAMVLV reconoce el derecho de las mujeres víctimas de cualquier 

tipo de violencia a que los CJM cuenten con todas las condiciones 

necesarias para brindarles atención, en igualdad de condiciones y sin 

discriminación, para lo cual les corresponde: implementar acciones para 

prevenir la violencia; evitar la victimización secundaria; proporcionar 

atención integral; facilitar el acceso a la justicia con la debida diligencia 

y desde la perspectiva de género; garantizarles información sobre los 

mecanismos de acceso a la justicia; promover ante las autoridades 

competentes las órdenes y medidas provisionales necesarias para 

salvaguardar su integridad, incluyendo su solicitud y prórroga; bridarles 

orientación y asesoría jurídica, incluyendo representación legal tanto a 

ellas como a sus hijas e hijos menores de edad; facilitarles el acceso a 

los servicios de salud, trabajo social y empoderamiento económico y 

social; y, realizar los ajustes de procedimiento para que las mujeres con 

discapacidad pueden acceder a los servicios en condiciones de 

igualdad, incluyendo el realizar visitas domiciliarias en hogares, 

instituciones públicas o privadas, y gestionar los apoyos y medidas de 

protección necesarias para salvaguardar su integridad personal. 

129. Para ello, deben de proporcionar, de manera gratuita, como mínimo: 

atención médica y psicológica, incluyendo atención terapéutica de 

contención emocional; asesoría y orientación jurídica; representación 

legal en materias penal, familiar, civil y/o las que se requieran; gestión 

de expedición de documentación oficial; servicios de albergue temporal 

o tránsito; servicios de cuidado y atención infantil; servicios de trabajo 

social; servicios de protección de seguridad a víctimas en situación de 

riesgo grave o falta de red de apoyo familiar o comunitario para lo cual 

se coordinará con los refugios para víctimas de violencia; acceso a la 

 
83 Ibid. 
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justicia a través de agencias de Ministerio Público especializadas en 

violencia contra las mujeres; asesoría, capacitación y servicios para el 

empoderamiento social y económico; gestionar el acceso a servicios 

educativos; programas de incorporación de las mujeres víctimas de 

violencia al mercado laboral, y los demás servicios que contribuyan al 

acceso de las mujeres a una vida libre de violencia. 

130. Por lo anterior, los CJM son el espacio físico en donde se brinda 

protección y atención especializada o interdisciplinaria a mujeres, con el 

objetivo de garantizar su seguridad, promover su resiliencia y facilitar su 

transición al exterior.84  

131. Tanto la Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, como el 

Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará y el 

Comité CEDAW señalan que un principio rector que debe guiar el 

accionar de los servicios para las víctimas es velar porque se respete y 

fortalezca su autonomía. Los servicios deben facilitar su recuperación y 

superar las múltiples consecuencias de la violencia para reconstruir su 

vida.  

132. Toda vez que los CJM deben reunir todos los servicios ofrecidos en un 

único espacio, la CONAVIM, conjuntamente con el Programa de las 

Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos, definió los 

lineamientos urbanos y su diseño arquitectónico a fin de guiar a las 

entidades federativas en su implementación.85 

 
84 A nivel regional, existen refugios, albergues, centros de apoyo, centros de acogida, casas 

seguras, casas de abrigo, centros de atención integral, entre otros, que de igual manera brindan 

protección y atención especializada e inter o interdisciplinaria a mujeres, hijas e hijos en 

situación de riesgo como consecuencia de sufrir violencia de género. Mecanismo de 

Seguimiento Convención Belém do Pará (MESECVI), Estudio regional sobre los refugios 

para las mujeres víctimas de la violencia de género en América Latina, OEA/Ser.L/II/7.10, 12 

de noviembre de 2022, p. 4. 
85 SEGOB, CONAVIM, ONU-Hábitat, Centros de Justicia para las Mujeres, Lineamientos 

Arquitectónicos 1, 2, 3 y 4, 2015, disponible: https://shorturl.at/Jq75i  

https://shorturl.at/Jq75i
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133. De manera destacada, la LGAMVLV también establece que el personal 

adscrito y designado debe estar sensibilizado y profesionalizado en 

atención a víctimas de violencia en razón de género, y en derechos 

humanos, y recibir capacitación permanente para su actualización. 

134. En definitiva, los CJM son una política pública diferenciada en favor de 

los derechos de las mujeres. Su creación, funcionamiento y carácter 

permanente corresponden al cumplimiento de una obligación jurídica.86 

Los CJM deben permitir que la violencia contra las mujeres se visibilice 

plenamente; unos de sus principales objetivos es que ellas se acerquen, 

y si así lo desean, denuncien en un espacio de confianza, no 

revictimizante, brindándoles facilidades en muy diversos ámbitos, siendo 

esto una de sus mayores fortalezas.87  

135. En este mismo sentido —al igual que ocurre con la garantía institucional 

que proporcionan las Fiscalías Especializadas en atención a mujeres 

víctimas de violencia por razón de género—, la implementación de 

estructuras específicas de protección frente a la discriminación por razón 

de género no constituye un trato discriminatorio respecto de otros 

grupos, sino que se encuentra plenamente justificada por el derecho 

internacional de los derechos humanos.88 

 

 

 
86 De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, los CJM constituyen una 

de las políticas públicas de mayor trascendencia impulsada por el Estado mexicano para dar 

atención a las mujeres en situación de violencia. INEGI. Centros de Justicia para las Mujeres. 

Documento de diseño, febrero 2024, p. 5 disponible en: https://tinyurl.com/mwdb4r7u  
87 EQUIS. Centros de Justicia para las Mujeres, Informe Nacional 2018-2021, 2023, 

disponible en: https://shorturl.at/AiJHv EQUIS ¿Qué piensan las usuarias de los Centros de 

Justicia para las Mujeres y sus Servicios?, 2024, disponible en: https://shorturl.at/OvMUw  
88 Comité CEDAW, Recomendación general n.° 25, Medidas especiales de carácter temporal, 

párr. 19.  

https://tinyurl.com/mwdb4r7u
https://shorturl.at/AiJHv
https://shorturl.at/OvMUw


ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

54 

Sobre los deberes reforzados respecto a los derechos de niñas y 

mujeres adolescentes  

136. El interés superior de la niñez cobra especial relevancia tratándose de 

niñas y adolescentes víctimas de violencia en razón de género. Si bien 

la violencia afecta a las mujeres en todo su ciclo de vida, en el caso de 

niñas y mujeres adolescentes, la vulnerabilidad a violaciones de 

derechos humanos puede verse enmarcada y potenciada debido a su 

edad. 

137. En términos del artículo 389 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño, dicho interés superior constituye una consideración primordial en 

todas las decisiones que les conciernan, lo que obliga a que toda 

actuación estatal frente a la violencia de género incorpore una 

evaluación específica de impacto en su desarrollo integral, bienestar y 

proyecto de vida. 

138.  De acuerdo con nuestro marco constitucional, existe una obligación de 

promover medidas de protección especiales orientadas en el principio 

del interés superior de la niñez, asumiendo la posición de garante de las 

autoridades con mayor cuidado y responsabilidad en consideración a la 

condición especial de vulnerabilidad de este grupo poblacional. Esta 

 
89 “Artículo 3. 1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 

órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior 

del niño. 2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado 

que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, 

tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas 

legislativas y administrativas adecuadas. 3. Los Estados Partes se asegurarán de que las 

instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños 

cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia 

de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la 

existencia de una supervisión adecuada.” 
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obligación se refuerza por los artículos 1990 y 3491 de la Convención 

sobre los Derechos del Niño, que imponen al Estado la adopción de 

medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas para 

proteger a niñas y adolescentes contra toda forma de violencia, abuso o 

explotación, tanto en el ámbito público como privado. 

139. En la misma línea, de conformidad con el artículo 9 de la Convención de 

Belém do Pará, la obligación de debida diligencia a cargo de las 

autoridades frente a actos de violencia, debe tener en cuenta la 

exposición particular de la violencia y actos discriminatorios que puede 

sufrir una mujer en razón de su minoría de edad, entre otras condiciones, 

que las exponen a un mayor riesgo a que sus derechos sean violados.  

140. El Comité CEDAW también ha enfatizado que las niñas son parte de una 

comunidad mucha más amplia de mujeres, y, por tanto, son más 

vulnerables a la discriminación en diversas áreas incluidas la explotación 

y la violencia.92 Por tanto, las autoridades estatales deben asegurar que:  

(b) las niñas cuenten con mecanismos independientes, 
seguros, eficaces, accesibles y que en sus denuncias y 
mecanismos de presentación de informes tienen en 

 
90 “Artículo 19. 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, 

administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de 

perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, 

incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un 

representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 2. Esas medidas de 

protección deberían comprender, según corresponda, porcedimientos eficaces para el 

establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al 

niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la 

identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y 

observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, 

la intervención judicial.” 
91 “Artículo 34. Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas 

de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas 

las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir: a) 

La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal; b) 

La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; c) La explotación 

del niño en espectáculos o materiales pornográficos.” 
92 Cfr. Comité CEDAW, “Proyecto de Recomendación general Nº 28 relativa al artículo 2 de 

la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”, 

op.cit., párr. 21. 
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cuenta su situación. Esos mecanismos deben 
establecerse de conformidad con normas internacionales, 
especialmente la Convención sobre los Derechos del 
Niño; y velar también porque esos mecanismos estén 
integrados por funcionarios debidamente capacitados y 
eficaces, en una forma que tenga en cuenta las 
cuestiones de género […]  

(c) Tomen medidas para evitar la marginalización de las 
niñas y el acceso a servicios jurídicos y los sistemas de 
justicia […].93 

141. Este Tribunal Pleno recuerda que, en las sentencias condenatorias de la 

Corte IDH relativas a las violencias cometidas en Ciudad Juárez, 

Chihuahua, las víctimas directas fueron mujeres adolescentes. En 

consecuencia, se enfatiza que la condición de niña o adolescente víctima 

de violencia impone la obligación de brindar una protección reforzada y 

de adoptar medidas especiales que, atendiendo a su interés superior, 

configuran un derecho adicional y complementario respecto del conjunto 

de sus demás derechos.94 

142. Asimismo, cabe señalar que la Corte IDH ha enfatizado que se deben 

adoptar medidas de protección para niñas, niños y adolescentes por 

parte de las autoridades, considerando que son más vulnerables a 

violaciones de derechos humanos, lo que además estará determinado 

por distintos factores como la edad, las condiciones de cada uno, su 

grado de desarrollo y madurez, entre otros.95  

 
93 Esto, de conformidad con la observación general n.° 14 del Comité de los Derechos del 

Niño de modo que el interés superior de las niñas involucradas sea una consideración 

primordial. [Cfr. Comité CEDAW, “Recomendación general num. 35 sobre la violencia por 

razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general num. 19”, 

op.cit., párr. 12.] 
94 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso García Andrade y Otros vs. México, 

op.cit., párr. 100. 
95 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso V.R.P. y V.P.C. y otros vs. 

Nicaragua, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 8 de 

marzo de 2018, párr. 156, disponible en: https://cutt.ly/DCvcNWq.  

https://cutt.ly/DCvcNWq
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143. En este sentido, la Corte IDH ha indicado que la protección derivada del 

artículo 1996 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

implica la observancia por parte del Estado de las garantías de debido 

proceso que se traduce en algunas garantías o componentes 

diferenciados en el caso de niñas, niños y adolescentes, los cuales se 

fundan en el reconocimiento de que su participación en un proceso no 

se da en las mismas condiciones que un adulto.97 Ello comprende 

procedimientos accesibles, lenguaje claro, acompañamiento 

especializado y la evitación de toda forma de revictimización, conforme 

a los estándares de justicia adaptada a la niñez previstos en la 

Convención sobre los Derechos del Niño. 

144. En este sentido, el sistema de justicia adaptado a niñas, niños y 

adolescentes debe tomar en consideración no sólo el principio de interés 

superior de la niñez y adolescencia sino también su derecho a la 

participación con base en sus capacidades en constante evolución, 

conforme a su edad, nivel de madurez y comprensión y sin 

discriminación alguna.98 

145. En suma, del bloque de constitucionalidad integrado por la Constitución 

General, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la 

Convención de Belém do Pará, la Convención sobre los Derechos del 

Niño y la jurisprudencia interamericana y de los órganos de tratados, se 

desprende que la protección de niñas y adolescentes víctimas de 

violencia de género no constituye una mera intensificación cuantitativa 

 
96 “Artículo 19. Derechos del Niño. Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que 

su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.” 
97 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Condición Jurídica y Derechos Humanos 

del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, 28 de agosto de 2002, párr. 96, disponible en: 

https://cutt.ly/sCQQpnb;  
98 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso V.R.P. y V.P.C. y otros vs. 

Nicaragua, op. cit., párr. 158. 

https://cutt.ly/sCQQpnb
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de las obligaciones estatales ordinarias, sino una obligación 

cualitativamente diferenciada.  

146. En estos casos, el interés superior de la niñez opera como un principio 

hermenéutico reforzado y, simultáneamente, como una regla de 

actuación que impone a todas las autoridades una posición de garante 

agravada, caracterizada por la debida diligencia estricta, la adopción de 

medidas especializadas, la eliminación de barreras de acceso a la 

justicia y la adecuación de los procedimientos a su edad, madurez y 

condición de género. 

147. Por tanto, cuando confluyen las categorías de niñez y género, el orden 

constitucional exige una protección reforzada que se traduce en un 

derecho autónomo a recibir medidas especiales de prevención, 

investigación, sanción y reparación. La omisión de tales ajustes 

institucionales no sólo implica una deficiencia administrativa, sino una 

violación grave a sus derechos humanos, en la medida en que 

desconoce su situación estructural de vulnerabilidad y perpetúa 

esquemas de discriminación prohibidos por el derecho constitucional e 

internacional de los derechos humanos. 

La obligación de erradicar la violencia en contra de las mujeres 

148. Existe una obligación a cargo de todas las autoridades de erradicar la 

violencia en contra de las mujeres en razón de género. Nuestro marco 

constitucional atiende de manera directa a este propósito; tanto la Ley 

General para la Igualdad de la Mujer y el Hombre, como la LGAMVLV, 

establecen como finalidad última erradicar la violencia de género.  

149. El cumplimiento de esta obligación conlleva acciones amplias, integrales 

y efectivas por las autoridades a fin de cuestionar y cambiar las 

ideologías y estructuras patriarcales y androcéntricas que impiden a las 

mujeres y niñas ejercer plenamente sus derechos humanos y 
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libertades.99 De manera destacada, la Convención de Belém do Para, se 

orienta a la erradicación de la violencia a través de un abordaje 

multidimensional.  

150. El Mecanismos de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará 

(MESECVI) ha señalado que las medidas jurídicas no son suficientes 

para erradicar la violencia de género, se requiere eliminar la concepción 

de que ésta es inevitable y tomar aquellas que modifiquen los patrones 

socioculturales de conducta de hombres y mujeres.100 Estas medidas 

deben impulsar la eliminación de prejuicios y prácticas consuetudinarias 

que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de 

cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y 

mujeres.101  

151. Por tanto, señala el MESECVI, el papel de cada autoridad 

necesariamente debe dirigirse a un esfuerzo nacional para responder a 

la problemática de la violencia de género de manera integral, articulando 

las capacidades de los diferentes sectores del Estado, y contando con la 

participación de las distintas instituciones y actores de la sociedad.102 

 

 

 
99 Cfr. Recomendación general n.° 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer y observación general n.° 18 del Comité de los Derechos del Niño, sobre las 

prácticas nocivas, adoptadas de manera conjunta, párr. 61.  
100 En su recomendación general conjunta, tanto el Comité CEDAW como el Comité sobre 

los Derechos del Niño, han enfatizado que la infancia y, como tarde, la adolescencia temprana 

son puntos de partida para prestar asistencia tanto a los niños como a las niñas y apoyarlos 

para que cambien las actitudes basadas en el género y asuman papeles y formas de conducta 

más positivos en el hogar, en la escuela y en la sociedad en general. Cfr. Recomendación 

general n.° 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y 

observación general n.° 18 del Comité de los Derechos del Niño, op cit. párr. 67. 
101 Cfr. Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI), Guía 

para la Aplicación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

la Violencia contra la Mujer, 2014, pág. 54, disponible en: https://shorturl.at/73Owg  
102 Ibídem., pág. 77.  

https://shorturl.at/73Owg
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Sobre el principio de progresividad  

152. El principio de progresividad, reconocido en el artículo 1° constitucional 

y en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano, 

constituye un mandato transversal dirigido a todas las autoridades, tanto 

normativas como aplicadoras. En su dimensión positiva, exige ampliar 

de manera constante el alcance y la eficacia de los derechos humanos, 

mediante el desarrollo legislativo, institucional e interpretativo más 

favorable a la persona. En su dimensión negativa, incorpora la 

prohibición de regresividad, que impide reducir o desconocer el nivel de 

protección previamente alcanzado. Así, el estándar de tutela reconocido 

por la Constitución General y los tratados internacionales opera 

simultáneamente como un mínimo inderogable de cumplimiento 

inmediato y como el punto de partida para su mejora gradual hasta lograr 

su plena efectividad.103 

153. Para determinar si una medida estatal vulnera dicha prohibición de 

regresividad, la persona juzgadora debe realizar un examen 

estructurado. Primero, identificar el nivel de protección previamente 

garantizado al derecho humano involucrado; segundo, precisar el 

alcance del acto reclamado y sus efectos sobre ese parámetro; y tercero, 

valorar si la modificación produce un menoscabo sustantivo e 

injustificado. De acreditarse la regresión, corresponde restituir el piso 

mínimo mediante la invalidez del acto que lo desconozca. No obstante, 

no toda variación normativa constituye regresión constitucional: sólo lo 

será cuando reduzca efectivamente la protección, salvo justificación 

excepcional plenamente acreditada por la autoridad.104 

 
103 PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU 

NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO., jurisprudencia 2a./J. 35/2019 

(10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro 

digital 2019325, Libro 63, Febrero de 2019, Tomo I, página 980. 
104 PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. METODOLOGÍA DE ANÁLISIS EN SU 

VERTIENTE DE PROHIBICIÓN DE REGRESIVIDAD PARA ACTOS LEGISLATIVOS. 
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154. Este principio se proyecta sobre todos los derechos humanos sin 

distinción105, incluidos el derecho de las mujeres a una vida libre de 

violencia y su derecho de acceso a la justicia. Tales derechos imponen 

obligaciones inmediatas —prevenir, investigar, sancionar y reparar con 

debida diligencia y sin discriminación— y obligaciones de desarrollo 

progresivo, consistentes en eliminar los obstáculos estructurales que 

históricamente han impedido su ejercicio en condiciones de igualdad. 

155. En consecuencia, este Tribunal Pleno concluye que la garantía de 

acceso a la justicia en materia de violencia de género no se satisface 

con la mera abstención estatal, sino que requiere la creación y 

fortalecimiento permanente de instituciones especializadas, recursos 

adecuados y procedimientos con perspectiva de género. Cualquier 

retroceso normativo, institucional o presupuestal que disminuya los 

niveles de protección frente a la violencia contra las mujeres constituye 

una violación al principio de progresividad y al deber reforzado de 

garantía derivado de la igualdad sustantiva y la dignidad humana. 

156. En congruencia con lo anterior, la LGAMVLV reconoce expresamente la 

progresividad como principio rector106, lo que obliga a interpretar y aplicar 

sus disposiciones de manera expansiva y nunca restrictiva respecto de 

los niveles de protección previamente alcanzados. 

 

jurisprudencia 1a./J. 150/2024 (11a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 

materia constitucional, registro digital 2029434, Libro 42, Octubre de 2024, Tomo II, 

Volumen 1, página 51. 
105 PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. ES APLICABLE A TODOS LOS DERECHOS 

HUMANOS Y NO SÓLO A LOS LLAMADOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 

CULTURALES., jurisprudencia 1a./J. 86/2017 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, materia constitucional, registro digital 2015306, Libro 47, Octubre de 2017, 

Tomo I, página 191 
106 “Artículo 4. Los principios rectores para el acceso de todas las mujeres, adolescentes y 

niñas a una vida libre de violencias que deberán ser observados en la elaboración y ejecución 

de las políticas públicas federales y locales son: […] V. La universalidad, la interdependencia, 

la indivisibilidad y la progresividad de los derechos humanos;” 
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157. En suma, el principio de progresividad no sólo orienta la evolución del 

orden jurídico, sino que delimita la validez constitucional de la actuación 

estatal. Una vez alcanzado determinado nivel de protección en los 

derechos de las mujeres a una vida libre de violencia y al acceso a la 

justicia, éste se integra al parámetro de regularidad constitucional como 

un mínimo inderogable. Por ello, cualquier medida que reduzca la 

eficacia de los mecanismos de prevención, investigación, sanción o 

reparación —ya sea por vía normativa, interpretativa o presupuestal— 

se presume incompatible con la Constitución General, salvo que la 

autoridad acredite de manera estricta una justificación excepcional y 

proporcional. 

158. En consecuencia, la labor jurisdiccional no se agota en verificar la 

legalidad formal de las decisiones estatales, sino que exige garantizar la 

continuidad y expansión del nivel de tutela alcanzado. Así, frente a 

contextos de violencia de género, el control constitucional debe operar 

como un mecanismo de no retroceso y de mejora constante, asegurando 

que las instituciones evolucionen hacia mayores estándares de 

protección y que el acceso a la justicia de las mujeres sea real y efectivo, 

conforme a los principios de igualdad sustantiva y dignidad humana. 

VII.2. Estudio de fondo  

Análisis de la adición de la porción normativa ‘y a la familia’ en la 

Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y a la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado, ambos del Estado de Chihuahua 

159. Si bien la accionante formuló sus conceptos de invalidez para sostener 

la inconstitucionalidad total de las normas impugnadas, el estudio de 

este Tribunal Pleno debe distinguir entre ellas y analizar los argumentos 

de manera diferenciada, en atención a que regulan situaciones jurídicas 

diversas. 
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160. En particular, al cuestionarse la adición de la expresión “y a la familia” 

contenida en el Decreto de cuatro de septiembre de 2021, corresponde 

realizar un examen de constitucionalidad respecto de la ampliación de la 

competencia de la Fiscalía Especializada para conocer asuntos 

vinculados con la familia. 

161. El análisis debe partir del grado de protección y garantía de los derechos 

de las mujeres alcanzado mediante la existencia de una Fiscalía 

Especializada para su atención cuando son víctimas de violencia de 

género y, a partir de ello, determinar si la ampliación de su competencia 

vulnera dicho nivel de protección. 

162. En consecuencia, debe establecerse si la ampliación material de la 

competencia de la Fiscalía Especializada es compatible con una 

protección integral de los derechos de las mujeres víctimas de violencia 

o si, por el contrario, transgrede el principio de especialidad derivado de 

la protección focalizada que motivó su creación y el deber de 

progresividad en la especialización institucional. 

163. Al respecto, se recuerda que la creación de la Fiscalía Especializada en 

Chihuahua respondió al cumplimiento de una obligación adquirida por el 

Estado mexicano en el marco del cumplimiento del acuerdo de solución 

amistosa respecto al informe de fondo de la CIDH en el caso de Paloma 

Angélica Escobar Ledezma.107 

164. Si bien no corresponde a este Tribunal Pleno supervisar el cumplimiento 

internacional del referido acuerdo, el ejercicio del control de 

constitucionalidad sí impone analizar el contexto, finalidad y función de 

 
107 Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 51/13, Caso 12.551, 

Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros vs. México, Fondo (publicación), p. 91. Se 

recuerda que en el informe de fondo 87/10 la CIDH recomendó a México el implementar 

como medida de no repetición, “una política estatal integral y coordinada, respaldada con 

recursos públicos adecuados, para garantizar que los casos específicos de violencia contra las 

mujeres sean prevenidos, investigados, sancionados y reparados en la Ciudad de Chihuahua”.  
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las normas que dieron origen a la Fiscalía Especializada, en tanto 

constituyen parámetros relevantes para determinar el alcance de las 

obligaciones estatales de protección reforzada en materia de violencia 

de género. 

165. La creación de la Fiscalía Especializada mediante el Decreto No. 

733/2012 V.P.E., de cuatro de febrero de dos mil doce, incorporó 

formalmente dicha instancia al orden jurídico estatal, al integrarla 

—en el artículo 3, fracción III, de la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Chihuahua— como parte de la estructura 

orgánica de la Fiscalía General del Estado, otorgándole 

reconocimiento normativo y funciones específicas dentro del 

sistema institucional de procuración de justicia. 

166. Lo anterior también debe interpretarse a la luz de la reforma 

constitucional publicada el 15 de noviembre de 2024, mediante la cual 

se modificó la fracción IX108 del artículo 116 para establecer que, a fin de 

garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, las 

instituciones de procuración de justicia deberán contar con fiscalías 

especializadas en la investigación de delitos vinculados con la violencia 

de género contra las mujeres. Esta previsión se complementa con la 

reforma al penúltimo párrafo109 del artículo 4°constitucional de la misma 

fecha, que incorpora un deber reforzado de protección a cargo del 

Estado para asegurar una vida libre de violencia para las mujeres, niñas, 

niños y adolescentes, consolidando así un mandato constitucional 

 
108 “Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o 

corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. […] IX […] Para proteger el 

derecho de las mujeres a una vida libre de violencias, las instituciones de procuración de 

justicia deberán contar con fiscalías especializadas de investigación de delitos relacionados 

con las violencias de género contra las mujeres” 
109 “Artículo 4. […] Toda persona tiene derecho a vivir una vida libre de violencias, el Estado 

tiene deberes reforzados de protección con las mujeres, adolescentes, niñas y niños. La ley 

definirá las bases y modalidades para garantizar su realización de conformidad con lo previsto 

en los artículos 21, párrafo noveno y 73, fracción XXI, penúltimo párrafo de esta 

Constitución.” 
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expreso de especialización institucional como condición para la tutela 

efectiva de dichos derechos. 

167. En consecuencia, el examen de constitucionalidad se debe realizar a 

partir del carácter reforzado y finalista de la Fiscalía Especializada, cuya 

creación obedeció a compromisos internacionales, a la necesidad de 

garantizar una protección diferenciada frente a la violencia de género y, 

actualmente, a un mandato constitucional expreso de especialización 

institucional. Bajo este parámetro, la ampliación de su competencia sólo 

será válida si preserva —y eventualmente fortalece— el nivel de 

protección previamente alcanzado para las mujeres víctimas de 

violencia; de lo contrario, implicaría un debilitamiento del principio de 

especialidad y una regresión en la garantía de sus derechos a una vida 

libre de violencia y al acceso efectivo a la justicia. 

168. Precisamente para valorar si dicho estándar de protección se mantiene 

o se ve afectado, resulta necesario examinar la función que 

históricamente ha desempeñado la Fiscalía Especializada dentro del 

sistema de procuración de justicia local. La Fiscalía Especializada para 

la atención de mujeres víctimas de violencia de género en Chihuahua 

constituye una garantía institucional para la tutela de estas víctimas.110 

169. Desde su creación y hasta el cinco de septiembre de 2021 —fecha de 

entrada en vigor de las normas impugnadas— atendió a mujeres 

 
110 Este Tribunal Constitucional ya ha señalado que la creación de Fiscalías Especializadas es 

una medida que tiene como finalidad garantizar que las víctimas puedan denunciar la comisión 

de estos delitos ante autoridades independientes, a fin de que conduzcan investigaciones 

imparciales y exhaustivas y, con ello, se puedan combatir los índices de impunidad. Esta 

obligación, sólo puede cumplirse, por regla general, mediante el establecimiento de fiscalías 

especializadas, dotadas con la estructura orgánica y técnica necesaria para los fines descritos. 

Tesis: 1a./J. 84/2025 (11a.) Registro digital: 2030489 FISCALÍAS ESPECIALIZADAS 

PARA LA INVESTIGACIÓN Y PERSECUCIÓN DE LOS DELITOS DE TORTURA Y 

OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES. LAS 

ENTIDADES FEDERATIVAS Y LA FEDERACIÓN ESTÁN OBLIGADAS A 

CREARLAS COMO UNA MEDIDA DIRIGIDA A COMBATIR LOS ÍNDICES DE 

IMPUNIDAD EN ESA MATERIA 
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víctimas de violencia de género. En este sentido, su creación respondió 

a un deber reforzado de atención exclusiva y específica a mujeres 

víctimas de violencia de género, obligación que permanece vigente. 

170. Precisamente a la luz de ese estándar de especialización debe 

analizarse la justificación de la reforma. La Titular del Ejecutivo estatal 

justificó la reforma en la incidencia de la violencia familiar; sin embargo, 

dicha modalidad ya se encuentra reconocida como una forma de 

violencia de género en la LGAMVLV, así como la fracción I111 del artículo 

6 de la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia de Chihuahua.  

171. Es decir, tanto la legislación general como la estatal en la materia 

reconocen la violencia familiar como modalidad de violencia contra las 

mujeres, por lo que la Fiscalía Especializada ya era competente para 

conocer de estos hechos, sin necesidad de incorporar la expresión “a la 

familia”. 

172. Para corroborar lo anterior desde la propia legislación penal local, 

conviene atender a la configuración normativa del delito de violencia 

familiar prevista en el artículo 193 del Código Penal del Estado de 

Chihuahua:  

Artículo 193. A quien ejerza algún acto abusivo de poder 
u omisión intencional, dirigido a dominar, controlar o 
agredir de manera física, psicológica, patrimonial, 
económica o sexual, dentro o fuera del domicilio familiar, 
sobre alguna persona a la que esté, o haya estado unida, 
por un vínculo matrimonial, de parentesco por 
consanguinidad, afinidad o civil; tutela o curatela; 
concubinato; o bien, que haya tenido o tenga alguna 
relación afectiva o sentimental de hecho, se le impondrá 

 
111 “Artículo 6. Las modalidades de violencia son: I. Violencia familiar: Es el acto abusivo de 

poder u omisión intencional dirigido a dominar, controlar o agredir de manera física, 

sicológica, patrimonial, económica y sexual, dentro o fuera del domicilio familiar, realizadas 

por el agresor que tiene o ha tenido algún vínculo de índole familiar con la víctima, parentesco 

por consanguinidad, afinidad o civil; tutela o curatela; concubinato; o bien, que haya tenido o 

tenga alguna relación afectiva o sentimental de hecho.” 
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de uno a cinco años de prisión y el tratamiento integral 
especializado enfocado a la erradicación de la violencia 
familiar.  

Los actos de violencia a que se refiere el presente artículo 
se entenderán en los términos de la Ley Estatal del 
Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.  

La educación o formación del menor no será en ningún 
caso considerada justificación como forma de maltrato.  

La pena se incrementará hasta en una mitad, cuando la 
conducta se ejecute en presencia de alguna niña, niño o 
adolescente.  

La pena se incrementará en una mitad, cuando a 
sabiendas de que la mujer se encuentra embarazada, el 
agente ejecute la conducta descrita en el primer párrafo; 
se realice la conducta en contra de una persona menor 
de 18 años; o en contra de una persona mayor en 
situación de vulnerabilidad. 

173. Del análisis del artículo 193 del Código Penal estatal se advierte que el 

tipo penal de violencia familiar no se circunscribe a la protección 

exclusiva de mujeres, sino que tutela a cualquier persona que se 

encuentre o se haya encontrado vinculada con el sujeto activo por 

relaciones familiares, de parentesco, tutela, curatela, concubinato o 

relación afectiva de hecho. El universo de posibles víctimas, por tanto, 

comprende una pluralidad de identidades —incluidas niñas, niños y 

adolescentes, personas mayores, hombres y otras personas integrantes 

del núcleo familiar—, lo que revela que la norma penal tiene una 

vocación general de protección frente a dinámicas de violencia en el 

ámbito familiar, y no una finalidad exclusiva de tutela por razón de 

género. 

174. Si bien el propio precepto remite a la Ley Estatal del Derecho de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia para precisar las modalidades de 

violencia, dicha remisión opera únicamente como parámetro conceptual 

para identificar las formas de agresión —física, psicológica, patrimonial, 
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económica o sexual—, más no restringe el ámbito subjetivo de aplicación 

del tipo penal. En consecuencia, los supuestos de actualización del delito 

trascienden los casos que involucren exclusivamente a mujeres, pues la 

estructura normativa protege a cualquier integrante del entorno familiar, 

aun cuando establezca agravantes específicas cuando la conducta se 

comete en perjuicio de mujeres embarazadas, personas menores de 

edad o personas mayores en situación de vulnerabilidad. 

175. De ello se sigue que, aunque una proporción significativa de las 

conductas constitutivas de violencia de género se desarrolla en el ámbito 

familiar, tal circunstancia no altera la naturaleza amplia del tipo penal ni 

justifica modificar la configuración competencial de la Fiscalía 

Especializada. Por el contrario, si el objetivo era disminuir su incidencia, 

la medida constitucionalmente idónea consistía en fortalecer los 

recursos humanos especializados, la capacitación y los protocolos de 

actuación, preservando la especialización institucional que garantiza una 

atención diferenciada a las mujeres víctimas de violencia. 

176. En este contexto, tampoco se acredita que la reforma haya generado los 

efectos que se le atribuyen. Si bien en la exposición de motivos se 

sostuvo que contribuiría a combatir la violencia familiar, la información 

del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

no muestra una disminución en la incidencia delictiva del fenómeno. En 

efecto, conforme a las cifras reportadas por dicho organismo, en el 

estado de Chihuahua se registraron 12,968 presuntos delitos de 

violencia familiar en 2021112; 13,513 en 2022113; 14,165 en 2023114; 941 

 
112 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Información sobre 

violencia contra las mujeres, Información con corte al 31 de diciembre de 2021, p. 76, 

disponible en: https://shorturl.at/KboSR  
113 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Información sobre 

violencia contra las mujeres, Información con corte al 31 de diciembre de 2022, p. 61, 

disponible en: https://shorturl.at/DHuti  
114 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Información sobre 

violencia contra las mujeres, Información con corte al 31 de diciembre de 2023, p. 61, 

disponible en: https://shorturl.at/CNUzC  

https://shorturl.at/KboSR
https://shorturl.at/DHuti
https://shorturl.at/CNUzC
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en 2024115; y 14,050 en 2025116. En consecuencia, los datos oficiales 

desvirtúan la premisa fáctica de la reforma, al no evidenciar reducción 

alguna en la incidencia de violencia familiar. 

177. Así, además de carecer de idoneidad práctica, la medida plantea un 

problema de constitucionalidad sustantiva: vincular automáticamente la 

atención institucional de la violencia contra las mujeres con materias 

genéricamente asociadas a “la familia” puede reproducir estereotipos de 

género históricamente arraigados, según los cuales los asuntos 

familiares pertenecen primordialmente al ámbito femenino. Esta 

asociación desplaza implícitamente la problemática hacia la esfera 

doméstica o privada, invisibilizando su carácter estructural y su 

dimensión de derechos humanos. 

178. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que los órganos 

jurisdiccionales deben identificar y erradicar las concepciones basadas 

en roles tradicionales que asignan a las mujeres responsabilidades 

específicas en el ámbito familiar, pues tales premisas afectan la igualdad 

sustantiva y pueden distorsionar el diseño institucional de protección. En 

este sentido, el Protocolo para juzgar con perspectiva de género (2020) 

dispone que el análisis judicial debe cuestionar las categorías 

aparentemente neutras que, en los hechos, reproducen la idea de que la 

mujer pertenece al espacio doméstico y que los conflictos que la afectan 

son meramente “problemas de familia”, cuando en realidad constituyen 

violaciones a derechos humanos.117 

 
115 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Información sobre 

violencia contra las mujeres, Información con corte al 31 de diciembre de 2024, p. 60, 

disponible en: https://shorturl.at/g2eAx  
116 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Información sobre 

violencia contra las mujeres, Información con corte al 31 de diciembre de 2025, disponible 

en: https://shorturl.at/2SvsE  
117 Véase Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo para juzgar con perspectiva de 

género, México, SCJN, 2020, especialmente apartados “Perspectiva de género y derechos 

humanos” y “Estereotipos de género”, así como la sección metodológica para juzgar con 

https://shorturl.at/g2eAx
https://shorturl.at/2SvsE
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179. Esta situación se vincula con una forma específica de sexismo 

denominada familismo, entendida como la tendencia a asociar a las 

mujeres primordialmente con la familia y a hacer que su experiencia y 

necesidades giren en torno a ella. Bajo esta lógica, las mujeres no son 

concebidas como personas autónomas, sino en función de sus vínculos 

familiares, lo que refuerza los roles de género tradicionalmente 

asignados —como el cuidado del cónyuge, de hijas e hijos y las tareas 

domésticas— y perpetúa estereotipos que el derecho constitucional 

contemporáneo busca superar.118 

180. En consecuencia, este Tribunal Pleno concluye que la ampliación de la 

competencia de la Fiscalía Especializada para atender “a la familia” 

resulta inconstitucional, pues el principio de especialidad que justificó su 

creación constituye una obligación reforzada que subsiste. La medida no 

sólo carece de idoneidad para mejorar la atención de la violencia familiar 

—ya comprendida dentro de la violencia de género—, sino que además 

diluye la protección diferenciada alcanzada, implica un retroceso en el 

grado de especialización institucional y reproduce concepciones 

estereotipadas que desplazan la violencia contra las mujeres al ámbito 

doméstico.  

181. Por ello, al reducir el nivel de garantía previamente consolidado y afectar 

el derecho de acceso efectivo a la justicia en condiciones de igualdad, la 

porción normativa impugnada contraviene los principios de 

progresividad, igualdad y no discriminación previstos en el orden 

constitucional y convencional. 

182. Lo anterior no prejuzga el derecho de las personas integrantes del núcleo 

familiar —en especial niñas, niños y adolescentes— a contar con 

 

perspectiva de género, en donde se establece que las personas juzgadoras deben identificar y 

eliminar estereotipos basados en roles tradicionales, cuestionar la aparente neutralidad de las 

normas y reconocer que la violencia contra las mujeres no constituye un asunto privado o 

familiar sino una violación a derechos humanos (pp. 28-33, 37-44 y 75-90). 
118 Ibídem, p. 77. 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

 

71 

instancias especializadas que les brinden atención cuando sean víctimas 

de delitos cometidos en el ámbito familiar. En este sentido, el nivel de 

protección alcanzado mediante una Fiscalía Especializada en Atención 

a Mujeres Víctimas de Violencia por Razón de Género no excluye ni se 

opone a la existencia de fiscalías especializadas destinadas a la atención 

de niñas, niños, adolescentes u otras personas víctimas de violencia en 

la familia. 

183. Determinada la inconstitucionalidad de la porción normativa “a la familia”, 

resulta innecesario analizar los restantes argumentos del primer 

concepto de invalidez. 

Estudio de las facultades establecidas a la Fiscalía Especializada 

de Atención a Mujeres Víctimas del Delito por Razones de Género 

respecto a los Centros de Justicia para las Mujeres en la entidad, 

establecidas en el artículo 8 Bis fracción (E) de la Ley Orgánica de 

la Fiscalía General de Justicia de Chihuahua 

184. La accionante cuestiona la validez de la fracción (E) del artículo 8 Bis de 

la Ley Orgánica de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 

Chihuahua, adicionada mediante el Decreto del cuatro de septiembre de 

2021, mediante el cual se establecen una serie de facultades de la 

Fiscalía Especializada respecto a los CJM en Chihuahua, a saber, (i) la 

coordinación del esfuerzo conjunto de las dependencias y entidades de 

la administración pública que los integran, ejerciendo funciones de (ii) 

control, vigilancia, supervisión y seguimiento de las responsabilidades 

que les competen, y (iii) presidir su Consejo Consultivo conforme a los 

objetivos establecidos en el acuerdo que les da origen.  

185. En el primer concepto de invalidez los argumentos de la accionante 

oscilan en el cuestionamiento de los CJM como ‘unidades 

administrativas de la Fiscalía Especializada’, y, en afirmar, que la 



ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2021 

72 

‘tendencia en todo el país es la conformación de los CJM como órganos 

descentralizados de las Fiscalías de las entidades federativas’.119  

186. También señala que la incorporación de los CJM a la Fiscalía 

Especializada impide que existan espacios seguros para brindar 

atención adecuada. Finalmente, establece que se debilita la 

especialización de los CJM pues su incorporación implica la reducción 

de los recursos humanos, materiales y presupuestales.  

187. En el análisis de esta norma impugnada, el estudio exige partir del 

acceso a la justicia que se garantiza mediante los servicios que brindan 

los CJM en la entidad, y frente a ello, determinar si la relación jurídica 

que se genera mediante las facultades conferidas a la Fiscalía 

Especializa respecto a los CJM, vulnera el derecho de acceso a la 

justicia de las mujeres.  

188. Se recuerda que, en el estado de Chihuahua, los CJM fueron creados 

por acuerdo del Titular del Poder Ejecutivo del Estado publicado el 11 de 

agosto de 2012.120 Este acuerdo reafirma el objetivo de brindar a las 

mujeres víctimas de violencia el acceso a la justicia mediante la 

asistencia, apoyo y protección inmediata y gratuita, con perspectiva de 

género, en un lugar único y seguro.  

189. El ocho de marzo de 2011 inició operaciones el Centro de Justicia para 

las Mujeres en Chihuahua, mientras que el 26 de marzo del 2012 inició 

trabajos el de Ciudad Juárez, siendo de los primeros en ofrecer sus 

servicios a las mujeres en el país.121 

 
119 Foja 14, párr. 5 del escrito de demanda, expediente electrónico. 
120 Acuerdo n.° 049 del C. Gobernador Constitucional del Estado mediante el cual se crean 

los Centros de Justicia para las Mujeres, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 11 de 

agosto de 2012. Folleto Anexo.  
121 Cfr. INEGI, Centros de Justicia para las Mujeres 2023, documento de diseño, febrero 2024. 

‘Centros de Justicia para las Mujeres al 30 de junio de 2023’ (Tabla 1), disponible en: 

https://shorturl.at/g8KzD   

https://shorturl.at/g8KzD
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190. Esta creación se relaciona con el cumplimiento de recomendaciones 

hechas por la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la 

violencia contra la mujer, sus causas y sus consecuencias, tras su visita 

a Ciudad Juárez, así como con el informe de fondo presentado por la 

CIDH en 2007 con motivo del caso Campo Algodonero, en el que se 

recomendó la adopción de una política integral, coordinada y de largo 

plazo para prevenir y reparar la violencia contra las mujeres. 

191. En nuestro marco constitucional, la adición del capítulo VI a la LGAMVLV 

mediante Decreto publicado el ocho de mayo de dos mil veintitrés, 

consolida una política pública a nivel nacional sobre estas 

instituciones. Las reformas a la LGAMVLV establecen que la creación 

y fortalecimiento de los CJM estará a cargo de las entidades federativas, 

con la participación de la Federación y la Secretaría de Gobernación —

a quien corresponde diseñar y actualizar el modelo de gestión 

operativa—, promover y coordinar la creación y fortalecimiento, y las 

acciones encaminadas a su seguimiento y evaluación, y certificarlos.122 

Asimismo, se establecen los parámetros mínimos a observar en su 

operación, incluyendo las instituciones encargadas de brindar sus 

servicios —atendiendo a su carácter multidisciplinario e 

interinstitucional-, los requisitos que debe cumplir la persona que ocupe 

la Dirección y sus atribuciones, el perfil del personal adscrito y 

designado, y las fuentes de su financiamiento.  

192. Así, de acuerdo con la LGAMVLV, las principales obligaciones de las 

entidades federativas respecto a los CJM es crearlos —atendiendo a los 

Municipios con el mayor índice de violencia en contra de las mujeres—

123; operarlos y fortalecerlos.  

 
122 LGAMVLV artículo 42 fracciones XVI, XVII, XVIII, y XIX. 
123 LGAMVLV artículo 59 Decies.  
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193. Ahora bien, el argumento de la accionante para determinar la invalidez 

de la norma en cuanto a que los CJM en la entidad se adscriben como 

unidades administrativas de la Fiscalía Especializada, y que la tendencia 

es que sean órganos administrativos de las Fiscalías, no se sostiene en 

la realidad de la organización administrativa del Estado y tampoco 

encuentra sustento en nuestro marco constitucional.  

194. Mediante decreto publicado el 18 de diciembre de 2021, se adicionó la 

fracción VII al artículo 4 Ter de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 

del Estado de Chihuahua para incluir a los CJM como órganos 

desconcentrados de la Fiscalía.124 Se adelanta que esta naturaleza 

jurídica es acorde con la LGAMVLV.  

195. En efecto, a lo largo de sus disposiciones, la LGAMVLV establece la 

obligación de que en cada entidad se cuente con, al menos, un CJM, y 

los parámetros mínimos para su funcionamiento y operación a nivel 

estatal. Es de destacar que la propia LGAMVLV no determina el tipo de 

entidad o la naturaleza jurídica a partir de la cual los estados cumplen 

con esta obligación.  

196. Nuestro marco constitucional otorga libertad configurativa a las 

entidades federativas a fin de que determinen, de acuerdo con sus 

realidades locales, la naturaleza jurídica de los CJM. Los tratados 

internacionales en la materia tampoco establecen una obligación 

específica respecto al modelo que se debe seguir para que los Estados 

cumplan con la obligación de brindar mecanismos institucionales, no 

judiciales, de acceso a la justicia a las mujeres víctimas de violencia en 

razón de género.  

 
124 Decreto n.° LXVII/RFLYC/0104/2021, publicado en el Periódico Oficial del Estado n.° 

101 el 18 de diciembre de 2021, mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones  
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197. Esto constituye una ventaja respecto al diseño de los CJM: el modelo 

goza de flexibilidad para que su implementación se adapte a la 

realidades y contextos del país. 

198. Se advierte también que el ejercicio de esta libertad no constituye 

una facultad discrecional ilimitada para los estados; al crear o 

adscribir los CJM, las entidades federativas deben cumplir con los 

parámetros mínimos que exige la LGAMVLV para su debida operación.  

199. Así, los CJM operan bajo distintos esquemas, ya sea como unidades 

administrativas, órganos descentralizados, órganos desconcentrados, 

áreas administrativas, órganos sustantivos técnicos o de otra naturaleza. 

Asimismo, se encuentran adscritos a la Secretaría de Gobierno del 

Estado, la Secretaría de Seguridad estatal, la Fiscalía o Procuraduría 

General del Estado —como en el caso de Chihuahua—, o a otra 

dependencia.125  

200. Ahora, el artículo 59 Quinquies de la LGAMVLV establece que la 

atención brindada por los CJM se realizará a través de la participación 

coordinada de diversas secretarías y dependencias de la administración 

pública estatal, previa firma de los convenios correspondientes. El 

párrafo tercero del mismo artículo establece que se celebrarán 

convenios de colaboración con Fiscalías, Poderes Judiciales estatales, 

otros órganos autónomos estatales y organizaciones de la sociedad civil.  

201. Estas normas, sin embargo, no pueden interpretarse en el sentido de 

establecer una obligación específica respecto al tipo de naturaleza 

jurídica de estas instituciones en las entidades federativas. En efecto, 

 
125 Cfr. INEGI, Centros de Justicia para las Mujeres 2023, Principales resultados, ‘Estructura 

y organización’, febrero 2024, disponible en: https://shorturl.at/OM3RZ; CONAVIM, 

Directorio Nacional de los Centros de Justicia para las Mujeres, 2024, disponible en: 

https://shorturl.at/DLQOf ; Auditoría Superior de la Federación, Resultados de Evaluación de 

la política de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, versión actualizada 2023, 

disponible en: https://shorturl.at/Jzc5Y  

https://shorturl.at/OM3RZ
https://shorturl.at/DLQOf
https://shorturl.at/Jzc5Y
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atendiendo al objeto y fin de esta disposición, la celebración de 

convenios de colaboración entre los CJM y diversas dependencias 

busca que se brinden servicios especializados y de calidad, a fin de 

lograr plenamente el carácter multidisciplinario e interinstitucional de los 

CJM. Particularmente, la referencia explícita a la celebración de 

convenios entre los CJM y las ‘Fiscalías’ se inserta en esta lógica 

funcional.  

202. Por tanto, la naturaleza de los CJM en Chihuahua, como órganos 

desconcentrados de la Fiscalía General estatal, es acorde con lo 

dispuesto en la LGAMVLV. En esa línea, la fracción (E) del artículo 8 Bis 

de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de Chihuahua constituye una 

delegación de facultades a la Fiscalía Especializada respecto del órgano 

desconcentrado CJM.  

203. Esta delegación es un ejercicio de las facultades con las que cuenta la 

persona Titular del Ejecutivo estatal.126 Además, de una lectura integral 

de la normativa que regula los CJM en Chihuahua se advierte que dichas 

facultades son delegables127, al no existir impedimento para transferirlas 

a un órgano subordinado como lo es la Fiscalía Especializada. 

204. Por tanto, las funciones de mando que se advierten en el artículo 8 Bis 

fracción (E), las relacionadas con la coordinación del esfuerzo conjunto 

de las dependencias y entidades de la administración pública estatal que 

participan en los CJM, y la presidencia del Consejo Consultivo, son 

 
126 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chihuahua, publicado el 16 de julio 

de 2025, artículo 93, fracción IV. Ley Orgánica del Poder Ejcutivo del Estado de Chihuahua, 

publicado el 1 de octubre de 1986, artículos 14, 15 y 16. 
127 Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua, Acuerdo de creación de los 

Centros de Justicia, publicado el 11 de agosto de 2012, Acuerdo n.° 159/2021 de la 

Gobernadora Constitucional del Estado por el que se expiden las disposiciones que regulan la 

organización y funcionamiento de los Centros de Justicia para las Mujeres del 18 de diciembre 

de 2021, y Acuerdo n.° 160/2021 por el que se expide el Reglamento Interior de los Centros 

de Justicia para las Mujeres del Estado de Chihuahua, del 18 de diciembre de 2021.  
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facultades que pueden ser ejercidas por la Fiscalía Especializada en 

Atención a Mujeres Víctimas del Delito por Razones de Género. 

205. Por otra parte, no pasa inadvertido el argumento según el cual la 

incorporación cuestionada afectaría la existencia de espacios seguros 

para las mujeres y supondría un retroceso en la disponibilidad de 

recursos humanos, materiales y presupuestales de los CJM. Sin 

embargo, este Tribunal Pleno no advierte elementos que permitan 

vincular dicha eventual afectación con la norma impugnada, ni fueron 

aportados datos suficientes para acreditar, en el marco de este control 

constitucional abstracto, una vulneración al derecho de acceso a la 

justicia de las mujeres. En este momento, tampoco se identifican hechos 

notorios ni información de otra índole que razonablemente permitan 

inferir la posible actualización de una afectación a los derechos de las 

mujeres. 

206. Con independencia de lo anterior, debe enfatizarse la estrecha relación 

funcional entre los servicios que prestan los CJM y las Fiscalías o 

Procuradurías estatales. Una parte sustancial del acceso a la justicia que 

garantizan radica en la atención integral del ciclo de violencia ejercida 

contra las mujeres, incluida la posibilidad de denunciar los delitos en su 

contra. En este sentido, la asesoría y orientación jurídica, la debida 

representación legal y el apoyo en situaciones de riesgo constituyen 

servicios mínimos indispensables que los CJM deben proporcionar con 

la debida diligencia. 

207. Precisamente por esa interdependencia institucional, en todos aquellos 

supuestos en que exista una relación jurídica entre los CJM y las 

Fiscalías o Procuradurías estatales —ya sea como órganos 

desconcentrados, unidades administrativas o bajo cualquier otra 

modalidad organizativa—, dichas autoridades están obligadas a 

desplegar acciones institucionales que trasciendan un enfoque 
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meramente punitivo y aseguren, de manera prioritaria, la coordinación 

interinstitucional efectiva. Debe recordarse que los CJM no sólo 

materializan el derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas 

de violencia, sino que también cumplen una función esencial en el 

cumplimiento del deber estatal de prevención de las violencias. 

208. Por lo anterior, a partir de los elementos de valoración con los que cuenta 

este Tribunal Pleno, se determina que el artículo 8 Bis fracción (E) de la 

Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado tiene validez 

constitucional.  

209. A partir de lo desarrollado en la presente ejecutoria, este Tribunal Pleno 

señala que, con independencia de la naturaleza jurídica que se decida 

adoptar para la creación o adscripción de los CJM en las entidades 

federativas, los Estados deben procurar la autonomía técnica de 

estas instituciones, y que cuenten con los recursos financieros, 

humanos, y patrimoniales para llevar a cabo sus funciones. La 

autonomía de gestión permite la libertad técnica necesaria para que las 

víctimas accedan de manera fácil, diligente, efectiva e integral a los 

servicios que les corresponden mediante los CJM.  

VIII. EFECTOS 

210. El artículo 73, en relación con los diversos 41, fracción IV, 43, 44 y 45 de 

la ley reglamentaria de la materia128, señalan que las sentencias deben 

 
128 Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […] 

IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos 

obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y 

todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. 

Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse 

a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; […] 

Artículo 43. Las razones que justifiquen las decisiones de las sentencias aprobadas por cuando 

menos seis votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la 
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contener los alcances y efectos de estas, así como fijar con precisión los 

órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las 

cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena 

eficacia en el ámbito que corresponda. Además, se debe fijar la fecha a 

partir de la cual la sentencia producirá sus efectos. 

211. Fecha a partir de la cual surtirá sus efectos la declaratoria de 

invalidez: La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la 

notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del 

Estado de Chihuahua. 

212. Notificaciones: Deberá notificarse el fallo a las partes, por ser las 

autoridades encargadas de la aplicación de las porciones normativas 

invalidadas. 

 

 

 

federación y de las entidades federativas. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean 

necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias. 

La Suprema Corte no estará obligada a seguir sus propios precedentes. Sin embargo, para que 

pueda apartarse de ellos deberá proporcionar argumentos suficientes que justifiquen el cambio 

de criterio. 

La Suprema Corte estará vinculada por sus precedentes en los términos antes descritos, incluso 

cuando éstos se hayan emitido con una integración de Ministras y Ministros distinta. 

Artículo 44. Dictada la sentencia, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ordenará notificarla a las partes, y mandará publicarla de manera íntegra 

en el Semanario Judicial de la Federación, conjuntamente con los votos particulares que se 

formulen. 

Cuando en la sentencia se declare la invalidez de normas generales, la persona titular de la 

Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará, además, su inserción en el 

Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren 

publicado. 

Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia 

penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta 

materia. […] 

Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta 

ley. 
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IX. DECISIÓN 

213. En conclusión, se declara la invalidez de la porción normativa ‘y a la 

familia’ establecida en los artículos 13, fracción III de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, artículo 3 fracción III y 8 Bis, 

primer párrafo, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Chihuahua. En cambio, se declara la validez de la fracción E) del artículo 

8 Bis de la del mismo ordenamiento. 

Por lo antes expuesto, se: 

R E S U E L V E: 

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la presente acción 

de inconstitucionalidad.  

SEGUNDO. Se declara la invalidez de la porción normativa ‘y a la 

familia’ establecida en los artículos 13, fracción III de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, artículo 3 fracción III y 8 Bis, 

primer párrafo, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Chihuahua, publicadas mediante Decreto de cuatro de septiembre de 

2021 en el Periódico Oficial del Estado de Chihuahua.  

TERCERO. Se declara la validez de la fracción E) del artículo 8 Bis de 

la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua, 

publicada mediante Decreto de cuatro de septiembre de 2021 en el 

Periódico Oficial del Estado de Chihuahua. 

CUARTO. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la 

notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de 

Chihuahua.  
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QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la 

Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Chihuahua, así como 

en el Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta.  

Notifíquese por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, 

archívese el expediente como asunto concluido. 

 


